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CONCURREN: Señor Representante Alberto Casas y doctores Gonzalo Aguirre Ramírez y Gustavo Bordes 
Leone, asesores. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ortuño).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida al señor Diputado Casas para considerar el asunto que tenemos a estudio: "Señor 
Representante Alberto Casas. (Solicitud de desafuero)". 


SEÑOR LACALLE POU.- Solicito que se dé lectura del artículo 114 de la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 114 dice: "Ningún Senador o Representante, desde el día de su 
elección hasta el de su cese, podrá ser acusado criminalmente, ni aun por delitos comunes que no sean 
de los detallados en el artículo 93, sino ante su respectiva Cámara, la cual, por dos tercios de votos del 
total de sus componentes, resolverá si hay lugar a la formación de causa, y, en caso afirmativo, lo 
declarará suspendido en sus funciones y quedará a disposición del Tribunal competente". 


También vamos a leer el Oficio N* 119 mediante el cual el Juez Letrado solicita el desafuero del 
Representante Nacional Alberto Casas. 


Dice: "Montevideo, 23 de marzo de 2007.-Señor Presidente de la Cámara de Representantes. Señor Enrique 
Pintado. En los autos caratulados "OSE DENUNCIA" TUE 92-421/2005, se eleva a usted el presente a 
efectos de solicitar que se proceda por el cuerpo que usted preside, al desafuero del Representante Nacional 
señor ALBERTO CASAS, (artículo 114 de la Constitución de la República).-Motiva el presente petitorio, 
habilitar su comparecencia ante esta Sede, para prestar declaración al amparo de lo editado por el artículo 126 
del Código del Proceso Penal y además resolver su situación procesal. Las actuaciones a que se hace 
referencia fueron iniciadas a partir de una denuncia del Ente Estatal y tras su instrucción, el Ministerio 
Público requirió el procesamiento y prisión del citado legislador por un delito continuado de Fraude 
(artículo 160 del CP) y tres delitos de Abuso genérico de funciones en casos no previstos especialmente por 
la ley (Artículo 162 del CP), todos en reiteración real. Se adjunta al presente testimonio de las actuaciones 
señaladas, haciéndole saber que en esta Sede Judicial obra por separado prueba documental, la que 
permanece a disposición para examinar y/o fotocopiar, a su costo. Saluda a Ud. atentamente. Dr. CARLOS 
GARCÍA GUARAGLIA. Juez Letrado. Esc. GUSTAVO GUTIÉRREZ FERNÁNDEZ. Actuario adjunto". 


SEÑOR CASAS.- Gracias a los miembros de la Comisión y demás legisladores presentes hoy. 


Sinceramente, tengo que decir que nunca hubiese imaginado que pudiésemos atravesar una instancia del 
grado de la que se nos está sometiendo. No lo hubiésemos imaginado porque siempre hemos trabajado y 
hemos tenido en nuestra vida particular, en el ámbito de nuestra familia, un trayecto intachable. Espero que al 
final de esta odisea quede claro cuál ha sido el fin de todo esto que desde hace dos años y medio estamos 
padeciendo yo y mi familia. Busco tener alguna explicación y hasta el día de hoy no la he encontrado. 


Solicito autorización a la Comisión para que puedan ingresar a Sala mis asesores en materia jurídica: los 
doctores Gonzalo Aguirre y Gustavo Bordes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay ningún planteo en contrario, me parece pertinente y se invita a los 
asesores a ingresar a Sala. 


(Ingresan a Sala los doctores Gonzalo Aguirre y Gustavo Bordes) 


Damos las buenas tardes a los invitados y cedemos la palabra nuevamente al señor Diputado Casas. 
SEÑOR CASAS.- Si se me permite, voy a ceder el uso de la palabra al doctor Gonzalo Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE.- Señor Presidente, señores integrantes de la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración: voy a referirme, en mi calidad de asesor letrado del señor 
Diputado Casas, a los aspectos constitucionales que juegan respecto del instituto del desafuero porque, 
como es sabido, esta Comisión está considerando la solicitud de desafuero del señor Diputado, 
planteada por un juez letrado en lo penal. 


Quiero aclarar previamente que voy a leer lo que considero del caso expresar por tres motivos: en primer 
lugar, por claridad en la exposición, en segundo término, por razones de orden y, en tercer lugar, por razones 
de brevedad, porque leyendo se evitan todas las reiteraciones que se producen en el curso de una exposición 
improvisada, y porque además se trata de cuestiones técnico-jurídicas, que es preciso expresar con el rigor 
técnico del caso. 


En primer lugar, a modo de consideraciones generales sobre los llamados fueros del legislador, debo decir 
que el profesor Justino Jiménez de Aréchaga -el primero de nuestros constitucionalistas-, daba un concepto 
de lo que son los institutos que conforman el llamado "Estatuto de los Legisladores" que son de dos órdenes: 
las incompatibilidades y los privilegios. Decía Justino Jiménez de Aréchaga: "Las incompatibilidades y los 
privilegios son instituciones de Derecho Público dirigidas a obtener una misma finalidad: la independencia 
del Poder Legislativo. Pero podría decirse que a unas y otras corresponden signos contrarios. Las 
incompatibilidades y las prohibiciones son restricciones a la libertad de acción extraparlamentaria de los 
legisladores; en cambio, los privilegios importan el establecimiento de una situación estatutaria, de Derecho 


objetivo, que favorece o que garantiza de un modo especial el libre desenvolvimiento de sus actividades, aún 
más allá de los límites generales señalados para todos los ciudadanos". 


Ahora bien, desde que estos institutos existen para garantizar o asegurar la independencia del Poder 
Legislativo y de cada una de sus Cámaras, también su finalidad es garantizar la independencia de todos y 
cada uno de sus miembros en su actuación como parlamentarios. Los privilegios son conocidos como el fuero 
de los legisladores y por eso a la pérdida de uno de ellos, la que se está considerando en este caso, se le llama 
"desafuero", que es el instituto previsto en el artículo 114 de la Constitución. Genéricamente, a estos 
privilegios se conoce como inmunidades, aunque técnicamente corresponde distinguir como inmunidad a la 
irresponsabilidad por los actos realizados en el ejercicio de la función consagrada por el artículo 112 de la 
Constitución y llamar inviolabilidad a los privilegios del artículo 113 y 114 que protegen, no los actos 
funcionales de los legisladores sino sus personas, que no pueden ser arrestadas salvo caso de delito 
"infraganti" ni sometidas a indagatoria penal y eventualmente procesadas sin previa autorización de su propia 
Cámara. 


En cuanto al alcance de la inviolabilidad, decía el profesor Justino Jiménez de Aréchaga: "La inmunidad hace 
referencia a la función misma del legislador, se contrae a los actos cumplidos por el legislador en el 
desempeño de su función y lo declara exento de toda otra autoridad que no sea la de la propia Cámara. [...] 
En cambio, la inviolabilidad ampara a los legisladores aun por actos ajenos totalmente a su función, 
ejecutados aun fuera del recinto parlamentario y no importa una exención de responsabilidad, sino que 
simplemente hace necesario un pronunciamiento previo de la Cámara para que sea posible el sometimiento 
del legislador a la justicia común". 


En cuanto a la naturaleza jurídica de estos institutos, privilegios y particularmente, la inviolabilidad de los 
legisladores voy a decir lo siguiente. Antes deseo aclarar que las citas que estoy haciendo son del libro del 
doctor Justino Jiménez de Aréchaga, titulado "Teoría del Gobierno", segundo tomo. 


Él decía, en primer lugar, que constituyen excepciones al derecho común, que benefician a los legisladores, 
pero que se conceden en interés de las asambleas que integran. En segundo término, que deben ser de 
creación constitucional al igual que las incompatibilidades. Es decir que no pueden crearse por ley más 
incompatibilidades ni más inmunidades ni más inviolabilidades que las que están consagradas o establecidas 
en la propia Constitución. Luego señala, en tercer término, que son irrenunciables. El legislador no puede 
renunciar a sus fueros porque están establecidos en interés de las Cámaras y no de ellos mismos. En cuarto 
lugar, como es obvio, son intransferibles a terceros. En quinto término, pueden ser invocados frente a 
cualquier poder u órgano del Estado, incluido el Poder Judicial, como es el caso del artículo 114. Por otra 
parte, son privilegios absolutos. Es decir que cubren cualquier clase de delito, falta o infracción, sin 
limitación temporal, abarcando pues las acusaciones por delitos cometidos antes del ejercicio de la función 
legislativa. Y, por último, no son perpetuos; como es de toda evidencia, cesan cuando el legislador pierde su 
calidad de tal. 


Vamos a analizar cuál es el sistema de nuestra Constitución en materia de irresponsabilidad penal de los 
legisladores y el alcance de sus otros privilegios. 


Entiendo que este tema hay que analizarlo en el contexto constitucional y no examinar el artículo 114 como 
una norma aislada, porque forma parte de un sistema de protección de la independencia de las Cámaras frente 
a los demás centros de poder y del Gobierno, de manera de garantizar no solo la independencia de las 
Cámaras sino la independencia de sus integrantes. En relación a este punto no voy a improvisar opinión 
porque en una consulta del año 2000 que realicé a pedido de mi colega, el profesor Gastón Chaves Hontou, 
con motivo de una situación en que se estaba juzgando la responsabilidad penal de un ex Ministro, expresé 
como conclusión que el sistema de nuestra Constitución en materia de irresponsabilidad penal de los 
legisladores y del alcance de sus otras inmunidades es el siguiente. Primero, no existe responsabilidad penal 
ni civil por los delitos cometidos antes o después del lapso durante el cual la persona es legislador. Segundo, 
tampoco existe responsabilidad penal por los delitos cometidos durante dicho lapso pero que configuren 
hechos o actos ajenos al ejercicio de la función legislativa. Tercero, existe irresponsabilidad penal por los 
delitos cometidos durante el mismo lapso mediante hechos o actos inherentes o comprendidos en el ejercicio 
de las funciones del legislador. Esa irresponsabilidad es definitiva, no cesa con la pérdida del cargo. Cuarto, 
si el delito, esté amparado o no por la irresponsabilidad, es un delito infraganti, el legislador podrá ser 
detenido, de lo que la autoridad aprehensora dará cuenta inmediata a la Cámara respectiva -artículo 113-, la 


que resolverá si debe o no cesar la detención. Quinto, si el delito no es flagrante, esté amparado o no por la 
irresponsabilidad, rige la inmunidad de arresto, y solo se podrá dar cuenta a la Cámara de que forme parte el 
legislador -como se ha hecho en este caso- al que se imputa la comisión de un delito, a los efectos 
establecidos por el artículo 114, el cual protege al legislador en uno y otro caso con la inmunidad de 
procesamiento. Sexto, si el delito, flagrante o no flagrante, no es de los que da mérito al juicio político, la 
Cámara podrá dar el desafuero al legislador en la forma, con los efectos y por la mayoría especial que 
dispone el artículo 114. Séptimo, si el delito, flagrante o no flagrante, es de los que da mérito al juicio 
político, la Cámara no podrá dar el desafuero al legislador y éste podrá ser sometido a juicio político, o sea, a 
juzgamiento por la Cámara de Senadores -artículos 102 y 103 de la Constitución-, previa acusación deducida 
por la Cámara de Representantes a los efectos de su eventual desinvestidura y posterior sometimiento a la 
Justicia Penal. Octavo, en todos los casos en que un legislador o ex legislador sea sometido a dicha justicia, 
previo desafuero o juicio político en el supuesto de que la persona se hallare en el ejercicio de su cargo, será 
el Juez competente quien determinará si esa persona es penalmente irresponsable, en virtud de lo dispuesto 
por el artículo 112 de la Carta. 


Ahora bien; encuadrado el artículo 114 en el contexto de la Constitución, como parte integrante de un sistema 
de privilegios inherentes al estatuto del legislador que consagra sus incompatibilidades, su inmunidad o 
irresponsabilidad durante el ejercicio de sus funciones y por el ejercicio de las mismas, y demás privilegios 
que estamos analizando, como su inviolabilidad, tenemos que ir a la interpretación del artículo 114. Como es 
sabido, este artículo establece: "Ningún Senador o Representante desde el día de su elección hasta el de su 
cese podrá ser acusado criminalmente, ni aún por delitos comunes que no sean de los detallados en el 

artículo 93, sino ante su respectiva Cámara, la cual, por dos tercios de votos de sus componentes, resolverá si 
hay lugar a la formación de causa, y, en caso afirmativo, lo declarará suspendido en sus funciones y quedará a 
disposición del Tribunal competente". Un primer problema que surge de la lectura de la disposición es 
interpretar qué quiere decir "acusado criminalmente". La expresión ha sido usada no en sentido técnico, 
porque la acusación en materia penal significa que ya hay un procesamiento y que la causa pasa al estado de 
plenario donde hay dos partes: el Fiscal y el acusado. Entonces, el Fiscal deduce acusación y allí comienza la 
parte realmente contenciosa del proceso penal. 


Naturalmente que no puede tratarse de una acusación criminal en sentido técnico porque en ese supuesto la 
inviolabilidad no habría funcionado, es decir, el legislador ya estaría procesado y recién en el momento en 
que el Fiscal deduce la acusación intervendría la Cámara. Cuando se dice que no puede ser acusado 
criminalmente, significa que el Juez no puede someterlo a indagatoria y eventualmente procesar a un 
legislador en el supuesto de que un Fiscal pide o aconseja su procesamiento-como ocurre en este caso-, sin 
que previamente la Cámara tome cartas en el asunto y decida si hay lugar a la formación de causa. 


Un segundo problema es que el artículo dice que esa acusación tiene que ser realizada ante su respectiva 
Cámara. Por consiguiente, el artículo debe ser leído como si dijera: "Los Senadores y Representantes solo 
podrán ser acusados criminalmente ante sus respectivas Cámaras". Esto no quiere decir que la Cámara 
sustituye al Juez sino que, a los efectos de habilitarlo o no a actuar, juzga por sí misma si el pedido del Fiscal 
dirigido al Juez es o no fundado. Si considera que lo es, da el desafuero y suspende al legislador en sus 
funciones; en caso contrario, cuando no da el desafuero, el Juez no puede someter al legislador a indagatoria 
ni procesarlo. Esta interpretación se confirma cuando el artículo expresa: "[...] resolverá si hay lugar a la 
formación de causa]...]". O sea, no resuelve solo si se han cumplido las exigencias formales propias del 
proceso penal como, por ejemplo, la existencia del dictamen fiscal pidiendo el procesamiento o si se han 
cumplido las exigencias formales propias del relacionamiento entre los Poderes del Gobierno, es decir, que 
haya una solicitud a la Cámara cursada por intermedio de la Suprema Corte de Justicia y por ésta a la 
Presidencia de la Asamblea General, comprobando que ella haya cursado esa solicitud a la Presidencia de la 
Cámara respectiva. Quiere decir que no se trata solo del cumplimiento de esas exigencias formales. Además, 
veamos que dice que tiene que resolver si hay lugar a la formación de causa pero no en el sentido de 
causalidad sino en el preciso significado que tiene este vocablo en la ciencia jurídica. El doctor Couture dice 
en su vocabulario jurídico que causa es sinónimo de proceso, litigio o pleito, es decir, en este caso, de 
proceso penal. En consecuencia, resolver si hay lugar a la formación de causa, equivale a resolver, a la luz de 
los antecedentes remitidos por el Juez y los demás que pueda reunir la Cámara por intermedio de la Comisión 
que dictamine sobre el pedido del Juez si hay mérito para iniciar una causa penal al legislador cuyo desafuero 
se solicita, que es lo mismo que decir que el legislador, en concepto de la Cámara, debe ser procesado por el 
Juez. 


No se trata, pues, meramente de levantar un obstáculo procesal, de modo de habilitar al Juez a que procese o 
no procese. La Cámara debe juzgar por sí misma el requerimiento del Juez y determinar ella, antes de la 
decisión del Juez, si ese requerimiento es o no fundado de acuerdo a la Constitución y al Código Penal. 


El Fiscal pidió el procesamiento del Diputado Casas, en consecuencia, la Cámara debe determinar si hay 
infraganti delito o semiplena prueba de él, como dice el artículo 15 de la Constitución, únicos supuestos en 
que un Juez puede procesar a una persona. No otra cosa quiere decir "resolver si hay lugar a la formación de 
causa". Esta interpretación que doy del artículo 114 de la Constitución y lo que este determina cuando 
expresa que la Cámara debe resolver si hay lugar a la formación de causa, está confirmada o corroborada por 
la opinión de quienes tienen más autoridad que yo en materia constitucional: los profesores Justino Jiménez 
de Aréchaga -el primero de nuestros constitucionalistas- y Horacio Cassinelli Muñoz. El doctor Jiménez de 
Aréchaga, en el segundo tomo de "La Constitución Nacional", edición del Senado que tuve el honor de 
anotar en el año 1997, expresa en la página 261 al tratar este instituto: "La Cámara respectiva deberá tomar 
conocimiento de esta información" -es decir, de la que le remite el Juez-". Pero no está obligada a pasar por 
ella. Por el contrario, como lo dejó sentado la Cámara de Senadores en el año 1858, la Cámara tiene el 
derecho de conocer por sí misma las circunstancias de hecho o los actos en los cuales haya intervenido el 
Legislador. Para tal efecto, podrá designar una Comisión que se encargue de investigarlos. La Cámara debe 
actuar con absoluta independencia, porque está defendiendo su propia integridad". Y véase lo que dice al 
final: "De ningún modo puede aceptarse que ella esté obligada a considerar los hechos a través de la versión 
que le proporcione un funcionario dependiente de otro Poder". 


El doctor Cassinelli Muñoz, en su libro "Derecho Público", Tomo Il, página 18, dice lo siguiente: "A 
diferencia de los particulares, que pueden ser procesados según la opinión del Juez, sobre la base de las 
pruebas aportadas, los legisladores solo pueden ser procesados según la opinión de su Cámara y no de la del 
Juez. Por ej. si se lo encuentra infraganti delito se lo detiene y se da cuenta a la Cámara en lugar de dársele 
cuenta al Juez"... Es decir que es la Cámara, y no el Juez, la que decide si cometió delito y si, además, el 
delito era flagrante, en cuyo caso la Cámara, no el Juez, le comunica al Juez que la persona puede continuar 
detenida y que, en ese caso, si encuentra mérito para procesar, deberá pedir después el desafuero a la Cámara. 
Continúa Casinelli Muñoz: "si alguien quiere hacer una denuncia sobre un delito cometido por un legislador, 
podrá formular la denuncia ante la policía o el juzgado, pero ellos no podrán proceder como de costumbre, 
sino que tendrán que dar cuenta a la Cámara respectiva. La Cámara va a tomar conocimiento de las 
acusaciones contra el legislador y determinará sí se trata de procedimientos hechos de buena fe o si están 
destinados a obstaculizar el ejercicio de las funciones legislativas. Si se trata de un procedimiento de buena 
fe, la Cámara tendrá que decir si hay lugar a la formación de causa". Es decir que es lo mismo que decía 
Justino Jiménez de Aréchaga: es la Cámara la que decide si hay mérito para procesar; luego lo decidirá el 
Juez; pero primero la Cámara tiene que formar su propio juicio sobre esa cuestión y decidir en consecuencia. 
En caso de que el juicio sea afirmativo, la Cámara deberá suspender en sus funciones al legislador y ponerlo 
a disposición del Juez. 


En definitiva, esta es mi opinión sobre la situación que está examinando la Comisión, en cuanto a cómo debe 
proceder la Cámara en este caso, cómo se debe interpretar contextualmente este privilegio de los legisladores 
y el artículo 114 de la Constitución, y cuáles son los pasos que debe dar la Cámara por sí misma, sin atenerse 
necesariamente al criterio del Juez y del Fiscal antes de otorgar el desafuero a un legislador. 


Con el permiso de la Presidencia y de la Comisión, quiero pasar a otro aspecto de la cuestión. 


Se solicita el desafuero del señor legislador Casas por considerárselo incurso en dos delitos: el delito de 
abuso innominado de funciones -artículo 162 del Código Penal- y el delito de fraude, artículo 160 del Código 
Penal. 


En mi opinión, el artículo 162 del Código Penal es inconstitucional. Veamos cuál es su nombre, su "nomen 
juris", como decimos los juristas: "Abuso de funciones en casos no previstos especialmente por la ley"; por 
eso la doctrina y la práctica forense también le llaman "Abuso innominado de funciones". Dice el 

artículo 162 del Código Penal: "El funcionario público que, con abuso de su cargo, cometiere u ordenare 
cualquier acto arbitrario en perjuicio de la Administración o de los particulares, que no se hallare 
especialmente previsto en las disposiciones del Código o de las leyes especiales, será castigado [...]" con las 
penas tales y cuales. 


Veamos una cuestión técnica previa para explicar por qué sostengo que este artículo es inconstitucional. 
¿Cuál es la estructura de las normas penales? Normalmente, las normas penales dicen que el que hiciere tal o 
cual cosa será sancionado de tal o cual manera o con determinadas penas. Entonces, esto significa que son 
normas prohibitivas implícitas. En realidad, lo que dicen los artículos del Código Penal es: Prohíbese tal o 
cual acción; quien igualmente realizare esa acción será penado con determinada pena. Es decir, las 
disposiciones del Código Penal, las normas penales, establecen prohibiciones, y las prohibiciones, por 
contrariar el principio general de libertad de rango constitucional, deben estar establecidas por ley, de 
acuerdo con el artículo 10 de la Constitución y, además, deben ser leyes que respondan al interés general, de 
acuerdo con su artículo 7”. 


El segundo inciso del artículo 10 de la Constitución de la República dice: "Ningún habitante de la República 
será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohibe". Es decir que toda 
prohibición restrictiva de la libertad de las personas necesariamente debe estar consagrada por ley. Por eso 
todas las normas penales, desde el momento que establecen prohibiciones, deben ser de rango legal. 


De acuerdo con el artículo 7? de la Constitución, "Los habitantes de la República tienen derecho a ser 
protegidos en el goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad. Nadie puede ser privado de 
estos derechos sino conforme a las leyes que se establecen por razones de interés general". Entonces, como 
principio general, tenemos que las prohibiciones que establece el Código Penal, limitativas de la libertad de 
las personas, deben estar establecidas por leyes que respondan al interés general. 


Todo delito es una violación de la conducta definida por la ley penal. Por eso, el artículo 1* del Código Penal 
dice que es delito toda acción u omisión expresamente prevista por la ley penal, es decir, definidas por la ley 
penal, tipificadas -dicen los penalistas-, queriendo significar que la conducta prohibida debe estar 
precisamente, claramente definida en todos sus elementos constitutivos, de modo que las personas puedan 
saber cuáles son las acciones y omisiones legalmente prohibidas y cuya transgresión puede ser penada con 
sanciones privativas de su libertad por los Jueces. En consecuencia, no pueden crearse delitos que prohiban 
conductas imprecisas, vagas, indeterminadas, porque ello no permite que las personas sepan cuándo están 
cometiendo o realizando acciones prohibidas por la ley penal, es decir que las personas deben saber hasta 
dónde llega el límite de su libertad, traspuesto el cual ingresan al terreno de la ilegalidad. Cuando ello ocurre, 
se vulnera su derecho a la seguridad jurídica, consagrado expresamente por el artículo 7? de la Constitución e 
implícitamente por el artículo 72. Y de rebote se vulnera también su derecho a la libertad, porque no es 
verdaderamente libre quien ignora hasta dónde puede ejercer su libertad legítimamente. 


Al artículo 162 del Código Penal se lo conoce como "Abuso innominado de funciones”. Y se utiliza el 
término "innominado" porque al no poderse definir o tipificar bien la conducta prohibida, tampoco es posible 
darle un nombre. Innominado es sinónimo de indeterminado; es decir que se trata de un delito que pena una 
conducta vaga e imprecisa, atentando así contra la libertad y la seguridad de los funcionarios públicos. 


En puridad, el artículo 162 prohibe los actos arbitrarios de los funcionarios públicos, cometidos con abuso de 
su cargo, lo que en realidad quiere decir, con abuso de sus funciones o, con más precisión, con abuso de los 
poderes inherentes a las funciones de su cargo. En realidad, todo acto arbitrario se comete con abuso de esos 
poderes, porque los funcionarios públicos siempre actúan ejerciendo los poderes de su cargo. 


También se agrega que el acto tiene que ser en perjuicio de la Administración o de los particulares. Es una 
reiteración innecesaria porque no se concibe que la arbitrariedad perjudique a un ente abstracto, a una 
entelequia, o no perjudique a nadie. Entonces, en rigor, el artículo 162 prohibe y sanciona penalmente la 
arbitrariedad de los funcionarios. ¿Qué quiere decir arbitrariedad? De acuerdo con el diccionario de la Real 
Academia, arbitrariedad es un acto o proceder contrario a la justicia, la razón o las leyes, dictado solo por 
voluntad o capricho. Como bien se sabe, en esta vida lo que para unos es justo y razonable, para otros es 
injusto e irrazonable, y como el Derecho no es una ciencia exacta, por cuya causa para interpretar cada ley 
suele haber dos bibliotecas, hay que concluir que ante cada situación concreta es muy difícil determinar si se 
ha actuado con arbitrariedad o sin ella. En consecuencia, considerar delito a la arbitrariedad, que es lo que 
hace el artículo 162 del Código Penal, es inconstitucional, porque atenta contra la seguridad jurídica y la 
libertad de los funcionarios públicos. Es absurdo que se discuta en sedes penales si un funcionario ha actuado 
con arbitrariedad o con falta de ella. Esto es lo que se discute muy a menudo ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo cuando se solicita, por un particular, la declaración de nulidad de un acto 


administrativo porque el Estado, determinado órgano público o determinado jerarca ha ejercido con 
arbitrariedad, con exceso sus poderes discrecionales. 


Sabido es en la ciencia del derecho administrativo, como enseñaba Sayagués Laso, que cuando la 
discrecionalidad se sale de ciertos límites, cuando los hechos en que se funda la acción de la Administración 
no son tales como la Administración pretende que son o cuando se invocan normas que no son aplicables en 
la especie, no se actúa en función de la discrecionalidad de que gozan los organismos públicos sino que se 
actúa con arbitrariedad. 


Es tremendamente difícil -hay ríos de tinta corridos en la doctrina y centenares de sentencias de nuestro 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo en ese sentido- tratar de determinar por dónde pasa la línea 
divisoria entre la discrecionalidad y la arbitrariedad. Que eso se discuta ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo es admisible porque el error de una sentencia lo más que puede hacer caer es la validez de un 
acto de la Administración declarándolo nulo, pero ahí no está en juego la libertad de las personas. En cambio, 
si un Juez penal se equivoca respecto a si un funcionario público actuó con arbitrariedad o no, la 
consecuencia es que el funcionario público va a la cárcel y pierde su libertad o no va a la cárcel y conserva su 
libertad. La diferencia es enorme y las consecuencias en sede penal son gravísimas. 


Por lo tanto, no puede admitirse que el proceder con arbitrariedad, con abuso de los poderes de su cargo -lo 
que siempre ocurre porque el jerarca, arbitrario por definición, abusa de los poderes del cargo- y causando 
perjuicio a alguien -lo que siempre ocurre porque la arbitrariedad siempre perjudica a alguien- constituya una 
conducta prohibida por lo cual una persona puede ser procesada y privada de su libertad. Reitero, a mi juicio, 
esa norma es inconstitucional, porque vulnera el derecho a la libertad y a la seguridad jurídica de los 
funcionarios públicos, que son derechos, obviamente, de rango constitucional. 


En este caso, cuando se va a aplicar una ley penal, como cualquier otra ley, otro Juez que no es Juez de lo 
penal, debe primero examinar si la ley que va a aplicar no es inconstitucional, porque por el principio de la 
jerarquía de las normas jurídicas, primero impera la Constitución. Y si bien un Juez no puede declarar por sí 
la inconstitucionalidad de una ley, si cree que la ley que va a aplicar es inconstitucional o tiene dudas 
respecto de su constitucionalidad, lo que debe hacer es, de oficio, como lo establece el artículo 258 de la 
Constitución, suspender los procedimientos y elevar el expediente a la Suprema Corte de Justicia para que 
esta determine si la ley aplicable en el caso es constitucional o inconstitucional. Si lo es, el Juez debe, no es 
que puede, debe, de oficio, solicitarle a la Suprema Corte de Justicia que así lo declare. Este Juez no lo hizo, 
lo que vicia procesalmente su actuación en este caso, incluyendo el pedido de desafuero que le ha cursado a 
la Cámara para aplicar una ley penal inconstitucional. 


Quiero brevemente referirme a otro aspecto de la cuestión que creo que debe jugar en este caso, que es la 
llamada "teoría de los actos propios", lo que se conoce por los juristas con un latinazgo que se llama "venire 
contra factum propium". Es decir, que no le es lícito a nadie y no le es lícito a los órganos de la 
Administración y a los Poderes del Gobierno aplicar las normas jurídicas o los institutos jurídicos de manera 
contradictoria con la forma en que lo hizo en el pasado. Es decir, si un órgano público, por ejemplo un 
Ministerio o el Directorio de un Ente Autónomo, siempre ha aplicado una ley de determinada manera -la ha 
aplicado diez veces de esa forma- no le es lícito, en un caso posterior, aplicar esa misma ley de manera 
contradictoria o contraria. Si tal hace, incurrirá en ilegalidad y el acto que dicte será pasible de ser anulado en 
sede judicial. Esta es una teoría que cuenta, en la actualidad, con amplio respaldo doctrinario y 
jurisprudencial y que se aplica en el derecho comparado; no ha sido inventada en el Uruguay. 


Ahora bien, en el caso de los desafueros, existe jurisprudencia de esta Cámara reiterada desde que, 
felizmente, se restableció la democracia en el sentido más restrictivo posible; la Cámara no ha concedido un 
solo desafuero desde 1985 a la fecha, ni siquiera en el caso que parecía totalmente desprovisto de toda 
connotación política, del ex Diputado Armando Da Silva Tabárez cuyo procesamiento había sido pedido por 
el delito de defraudación tributaria en el año 1992. Este compatriota está hoy preso en Panamá porque es un 
delincuente contumaz; creo que es por un delito de estafa. El entonces Diputado Da Silva Tabárez siguió 
siendo Diputado hasta el final de su mandato, de la legislatura, porque la Cámara, con los votos de 
legisladores de todos los partidos -recuerdo bien el caso porque discrepé con la solución dada; yo era en ese 
momento el Presidente de la Asamblea General-, le negó el desafuero, con votos de legisladores del Partido 
Colorado -que era su partido-, del Partido Nacional y del Frente Amplio. En otros casos, que ahora de 
memoria no recuerdo a quiénes refieren -creo que hubo tres casos en estos quince años-, tampoco fueron 


concedidos los desafueros. Entonces, si bien la jurisprudencia no es fuente de derecho, los órganos públicos 
tienen que tener en cuenta los precedentes y actuar con coherencia porque, si no, pueden caer en una 
situación en la que se les impute dualidad de criterios por motivaciones que no son legítimas. Si en casos 
pasados, que eran mucho menos dudosos que este, no se consiguió el desafuero, no parece razonable que en 
un caso en el cual -como lo expondrá mi colega que lleva la defensa penal, especialista en derecho penal, el 
doctor Bordes- en realidad no existen fundamentos desde el punto de vista del derecho penal y de los hechos 
ventilados en la causa, se acepte la solicitud de desafuero del señor Diputado Casas. 


Finalmente, quiero hacer una reflexión que excede lo jurídico y pido a la Comisión que tenga la benevolencia 
de permitírmela. Por experiencia personal, por desgraciada experiencia personal, en la época de la dictadura, 
año 1979, sé lo que es verse privado de la libertad por un procesamiento arbitrario. Esa situación en la que 
una persona se sabe víctima de una injusticia pero, además, está privada de su libertad -que es una de las 
peores cosas que le puede pasar a un ser humano- y no sabe por cuánto tiempo, es una de las experiencias 
más terribles por las cuales puede pasar un ser humano y no se la deseo absolutamente a nadie. Al punto de 
que siempre digo que yo en el ejercicio profesional jamás le he hecho una denuncia penal a nadie, ni jamás se 
la haré, salvo que alguien me agrediera a mí o a un miembro de mi familia. No quiero ver a nadie pasando 
por una situación tan desgraciada, como es comparecer en un Juzgado Penal con la amenaza de que puede ser 
procesado y salir de allí para la cárcel, cuando quien ingresa al Juzgado Penal está seguro, en su conciencia, 
de no haber cometido ningún delito. Es muy delicada, muy grave la función de aquel que tiene que 
determinar si una persona va a ser privada de su libertad por un procesamiento que menoscaba su honor y 
daña directamente su libertad. Esa función es, en definitiva, la que va a cumplir la Cámara en esta instancia; 
porque nadie se engañe, cuando un Juez pide el desafuero de un legislador es porque ya tiene opinión 
formada respecto al asunto. Es decir, si la Cámara concede el desafuero, se puede tener la absoluta 
certidumbre, el cien por ciento de certeza, de que el señor Diputado que es objeto del desafuero será 
suspendido en sus funciones, ingresará al otro día o a los pocos días al Juzgado penal y de allí saldrá 
procesado y privado de su libertad porque el procesamiento se dispondrá con prisión, como ya se dispuso 
para otros ex Directores del organismo en que cumplía funciones el señor Diputado Casas. 


Es todo lo que quería manifestar. 


SEÑOR CASAS.- Voy a pedir autorización para que el doctor Bordes haga la explicación desde el 
punto de vista penal. 


SEÑOR BORDES.- Quiero agradecer a la Comisión la oportunidad que nos han dado de concurrir 
para brindar las explicaciones del caso. 


Todos estamos enterados del pedido de desafuero a solicitud del procesamiento que pidió el Fiscal en lo 
Penal de Séptimo Turno por un delito de fraude más tres delitos de abuso de funciones. Entonces, vamos a 
tratar de dividir nuestra intervención en dos grandes bloques: lo que tiene que ver con el delito de abuso de 
funciones y lo relativo al delito de fraude. 


Poco puedo agregar yo acerca de lo que ha dicho mi colega, el doctor Gonzalo Aguirre, en cuanto a la 
inconstitucionalidad de este delito, pero voy a reiterar algún concepto puesto que el doctor lo ve más bien 
desde el punto de vista constitucional y yo desde el punto de vista penal, que es lo que me preocupa desde la 
materia que trato de enseñar en la Facultad. 


El delito de abuso de funciones no solo es inconstitucional sino que lo es en forma deliberada. Los señores 
Diputados podrán preguntarse por qué hablamos justo en este momento de la inconstitucionalidad del delito 
de abuso de funciones, por qué no se habló antes o si es el único delito inconstitucional que existe en el 
Código Penal. Debo decir que ni lo uno ni lo otro. No es la primera vez que se habla de inconstitucionalidad; 
hace muchos años que en el seno del Instituto Uruguayo de Derecho Penal tratamos este tema. Tanto es así 
que, inclusive, han existido proyectos que hemos elaborado en ese Instituto a los efectos de modificar o 
directamente derogar -lo que contaba con la mayoría de los integrantes del Instituto- este delito. ¿Por qué 
decimos que es inconstitucional? Porque viola el principio más importante, el cerno del Derecho Penal, que 
es el de legalidad. Es un principio que está reconocido a nivel constitucional en el artículo 10 de la 
Constitución -como ya dijo el doctor- y, por qué no, también en el artículo 12, que lo complementa. También 
tiene reconocimiento convencional. Ya desde la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, en el 
artículo 11 esto estaba previsto. A su vez, está previsto en el Pacto de Derechos Civiles y Políticos de las 


Naciones Unidas, artículo 9” y, naturalmente, en el Pactode San José de Costa Rica o Convención 
Interamericana de Derechos Humanos, también en el artículo 9%. Como si esto fuera poco, además de lo que 
tiene que ver con la Constitución y con las Convenciones que son ratificadas por ley, también tiene su 
aceptación o raigambre legal en el artículo 1* y 85 del Código Penal. 


Pero, ¿qué implica el principio de legalidad? Pregunto esto porque, al final, siempre hablamos de que es 
inconstitucional, pero ¿por qué es inconstitucional? Porque, como ya nos adelantaba el doctor Gonzalo 
Aguirre, el principio de legalidad prevé que todo delito para ser tal debe estar previamente previsto por una 
ley penal. Pero el principio de legalidad tiene un alcance que va un poco más allá de esto. No solo tiene que 
estar previamente previsto en una ley penal -que es lo que da la garantía constitucional- sino que, además, esa 
ley debe ser escrita -naturalmente que no podría ser oral- y, además, estricta. La estrictez no tiene que ver con 
la severidad de la ley sino con su claridad. De nada nos sirve que digamos que es delito toda aquella conducta 
que contraríe el sentimiento democrático del país porque, en definitiva, no estamos diciendo nada y un 
montón de conductas podrían ser delictivas. Cuando el legislador identifica determinadas conductas, a los 
efectos de separarlas de las conductas lícitas, nos tiene que describir cabal y estrictamente qué es lo que 
nosotros no podemos hacer para que, por lo tanto, esa conducta se transforme en delictiva. ¿Por qué va a ser 
delictiva? Porque va a lesionar o poner en peligro de alguna manera un determinado bien jurídico que es 
importante para la convivencia en común de nuestra sociedad. 


Entonces, vamos a analizar si este artículo 162 del Código Penal cumple con ese principio de legalidad, y 
abundaríamos demasiado al decir que, naturalmente, no. Pero, ¿es el único artículo que viola el principio de 
legalidad? No. Por ejemplo, el artículo 167 del Código Penal dice: "(Usurpación de títulos).-El que se 
abrogare títulos académicos o ejerciere profesiones para cuyo desempeño se requiere una habilitación 
especial, será castigado con 20 UR (veinte unidades reajustables) a 900 UR (novecientas unidades 
reajustables) de multa". Podemos ver que este artículo tiene dos partes. La primera forma de cometer este 
ilícito sería abrogarse títulos académicos y, la segunda, ejercer profesiones para cuyo desempeño se requiere 
una habilitación especial. La pregunta que nos hacemos es si la descripción de este artículo es acorde a la 
Constitución y a lo que hemos visto. ¿Cómo cometería delito, yo abogado o una persona que no lo es, que le 
faltan tres materias para recibirse? Aquí dice "el que se abrogare títulos académicos". Vamos a seguir con el 
ejemplo del abogado. Vamos al diccionario de la Real Academia Española, buscamos la palabra abrogar y 
nos encontramos con la sorpresa de que quiere decir "abolir", "derogar". Se utiliza muchas veces "el código 
abrogado", "la ley abrogada", pero es "la ley derogada". Pero ¿qué quiso decir el legislador con esto? 
Simplemente hubo un error de transcripción. Lo que quiso decir el codificador de 1933 fue "el que se 
arrogare títulos académicos", lo que es sinónimo de atribuirse títulos académicos. Esto quiere decir que esta 
primera parte del artículo aparentemente es inaplicable, y voy a sacar el "aparentemente" más tarde. 


Después dice "o ejerciere profesiones para cuyo desempeño se requiere una habilitación especial". Sé que 
hay abogados aquí -inclusive con algunos nos hemos encontrado en la profesión- y temo decirles que están 
cometiendo un ilícito. Y tengan cuidado porque de repente algún Juez dice: "Yo tengo que aplicar la ley a raja 
tabla, lo tengo en el artículo y lo tengo que aplicar, y la Constitución no me importa; el artículo 258 de la 
Constitución que me obliga" -como dijo el doctor Gonzalo Aguirrre- "a inaplicar la ley inconstitucional, yo la 
voy a aplicar". ¿Por qué digo que ustedes cometen ilícito? ¿Ustedes no ejercen profesiones para cuyo 
desempeño se requiere una habilitación especial, léase juramento ante la Suprema Corte de Justicia? Sí. 
¿Saben qué pasó? Que el codificador se olvidó de poner que esa habilitación no se tenía que cumplir, o sea, 
falta una parte del artículo. Entonces, pregunto ¿qué hacemos con este artículo? ¿Lo aplicamos? Por supuesto 
que no se debería aplicar; sin embargo, puedo dar una lista de abogados y de personas que estuvieron presas 
por este artículo. Además de inconstitucional, este artículo es inaplicable. El Juez no precisa que yo se lo 
diga, el Juez no precisa que se derogue. Lo que tiene que decir es: "Mire, esa conducta por lo pronto es 
lícita", porque nadie puede derogar un título académico y, si no, todos los abogados estarían presos. 
Entonces, esto no se puede aplicar. Pero este no es el único ejemplo. 


Vayamos una página para atrás para ver qué dice el artículo 165. Expresa: "(Abandono colectivo de funciones 
y servicios públicos de necesidad o utilidad pública).-Los funcionarios públicos que abandonaren 
colectivamente la función, en número no menor de cinco, con menoscabo de su continuidad o regularidad, 
serán castigados con pena de tres a dieciocho meses de prisión". Tenemos un artículo penal que dice que si 
cinco funcionarios o más abandonan colectivamente su función cometen ilícito. No sé si ustedes van 
asiduamente a las oficinas públicas, pero yo a cada rato me encuentro con una problemática de estas, muchas 
veces por amenaza de bomba y otras tantas en el ejercicio del derecho de huelga, reconocido por la 


Constitución en el artículo 57. Hoy ya no se discute si los funcionarios públicos tienen derecho a huelga y si 
se pueden agremiar. El Juez tiene un problema que resolver aquí. Por ejemplo, viene una persona y denuncia 
que seis funcionarios se ausentaron porque según dicen fueron a una asamblea de su gremio. El Juez lee el 
artículo y podría decir: "Están cometiendo un ilícito”. Sin embargo, no lo dice, ¿por qué? Porque cuando el 
Juez lee el Código Penal debe ponerle encima la Constitución, y si ese Código no pasa el tamiz de la 
Constitución, que está por encima de él, no puede aplicar ese artículo. Por lo tanto, lo debe decretar 
inaplicable, que fue lo que felizmente han hecho hasta el día de hoy los jueces. Que yo sepa, nunca ha sido 
procesado un funcionario público por ejercer su derecho de huelga. ¿Por qué? Porque el Juez dice: "Yo tengo 
primero el artículo 57 de la Constitución y prima sobre el artículo 165. Entonces, no puedo aplicar la norma 
penal así como viene". 


Nosotros entendemos que el artículo _162, del que ya fue leído en esta Sala, no dice nada. Su propio "nomen 
turis" ya nos habla de su inconstitucionalidad, porque se refiere a los casos no previstos en la ley. 
Precisamente, las cosas que no están previstas en la ley son las lícitas, no las ilícitas. Por si nos quedara 
alguna duda acerca de su inconstitucionalidad, luego, dentro de la descripción típica, nuevamente hace 
referencia a que no esté prevista en los artículos anteriores. Además, esto contraría una de las formas 
fundamentales que existe en un Estado democrático de derecho y es lo que tiene que ver con el escudo que se 
pone al Estado y al "jus puniendo", el derecho a castigar. Esa es una discusión que tiene cientos de años. El 
Estado tiene derecho y poder de castigar, pero existen ciertos límites, entre ellos el principio de legalidad, el 
de culpabilidad, el de lesividad y tantos otros, que le ponen una especie de escudo, una barrera, para que el 
derecho de castigar no pase. Esto es todo lo contrario. El artículo 162 es paradigmático y hace todo lo 
contrario. ¿Por qué? Hay determinados delitos por los que se puede castigar a un funcionario público: 
conjunción del interés público con el privado, cohecho, fraude -delito del que vamos a hablar a 
continuación-, pero si usted llega a ver una conducta que le parece inmoral o que no va con la forma en que 
usted hubiera administrado el Ente o lo que fuera, y no le encuentra cabida en alguno de los delitos 
anteriores, en alguna de las descripciones típicas anteriores, no se preocupe, yo le creo este artículo 162, y, 
como ejercer un acto arbitrario con abuso del cargo es tan amplio, puede entrar cualquier cosa. Quédese 
tranquilo que va a tener en ese delito embudo una especie de comodín para cuando no pueda encontrar otro 
por el cual castigar. O sea que es lo contrario a todo tipo de derecho penal y democrático. 


Esta no es una posición aislada; no lo digo yo únicamente. Como dije, esto se ha expresado en reiteradas 
oportunidades en el seno del Instituto Uruguayo de Derecho Penal que integro. También lo ha dicho, por 
ejemplo, el doctor Miguel Langón Cuñarro, profesor Grado V de nuestra Facultad de Derecho y de la 
Universidad de Montevideo. Voy a leer su comentario sobre el artículo 162 del Código Penal realizado en el 
Código Penal anotado, Tomo Il, que dice: "Este es uno de los delitos más lamentables, por su corte 
claramente autoritario, que existe en nuestra legislación. En efecto, su propio nombre denuncia su flagrante 
violación al principio de legalidad ya que reconoce que se trata de abusos 'no previstos especialmente por la 
ley', y lo no previsto 'expresamente por la ley' no debe ser delito". 


Más adelante dice: "Y es el caso que el derecho penal liberal y democrático rechaza la existencia de delitos 
'innominados', o sea de aquellos en que, como en el objeto de estudio, no existe una descripción concreta del 
hecho punible, y que, por la forma en que deben ser integrados, vulneran la regla de la prohibición de 
analogía. En definitiva, serán delictivas las conductas abusivas que los magistrados entiendan que lo son, sin 
poderse determinar concretamente, con anticipación, cuáles son los lineamientos del supuesto de hecho, cual 
es la descripción típica de lo prohibido". 


Quería agregar algo que creo que ustedes también deben de saber, y es que existen dos comisiones que están 
estudiando un nuevo proyecto de Código Penal y un nuevo proyecto de Código del Procedimiento Penal. La 
comisión que está estudiando el nuevo proyecto de Código Penal, integrada también por compañeros del 
Instituto Uruguayo de Derecho Penal, Jueces, Fiscales, Defensores de Oficio, funcionarios del Poder Judicial, 
Actuarios, es decir, un montón de gente que tiene que ver en todo esto, ha manifestado públicamente en la 
persona del doctor Milton Cairoli Martínez -ex Ministro y Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
profesor Grado V de nuestra Facultad- que el delito de abuso de funciones- artículo 162-no va a ser incluido 
en el próximo Código. Esto nos llevaría al absurdo de que mañana, pasado, el mes que viene o el año que 
viene, cuando se apruebe el nuevo proyecto de Código Penal -salvo que fuera modificado en ambas 
Cámaras-, nos vamos a encontrar con personas que fueron privadas de su libertad, a las que tal vez se les 
quitaron sus fueros, por un delito que ya no existiría, respecto al que ya hoy existe una conciencia jurídica 


absoluta y unánime de todos los operadores del proceso de que es inconstitucional, pero como está en el 
Código Penal lo debemos aplicar. 


Para terminar, quiero pasar a la materialidad del delito abuso de funciones; lo anterior tenía que ver con su 
parte formal. 


Voy a decir dos o tres cosas al respecto porque creo que corresponde al señor Diputado Casas extenderse en 
ese sentido, porque fue él quien vivió esos hechos. Se está solicitando el enjuiciamiento por tres delitos de 
abuso de funciones, a saber: publicidad oficial, haber efectuado determinados pozos en asociaciones civiles y 
haber enviado el coche oficial siempre al taller Puerta Grande. Eso es lo que dice la acusación fiscal. El delito 
que comete el señor Diputado Casas es haber dado supuestamente la orden de que un auto oficial se lleve 
siempre al mismo taller. 


Voy a hacer dos o tres precisiones que, reitero, luego ampliará el señor Diputado. 


El taller Puerta Grande es uno de los tres o cuatro talleres que en los últimos veinte años hicieron 
reparaciones para OSE. La pregunta que nos podemos hacer es por qué el taller Puerta Grande o el taller 
"Iglesias". Tengo alguna razón que puedo expresar acá -y tal vez el señor Diputado Casas no lo sabía-: 
porque hacía la módica suma de veinte años que se mandaban los autos a ese taller. Desde el año 1985 a la 
fecha se mandaban los autos a reparar a ese taller. 


Del propio expediente surgen algunas razones de por qué se enviaban autos a ese taller. En primer lugar, no 
era el señor Diputado Casas quien decidía a qué taller se enviaban. Imaginen si el Director de un Ente del 
tamaño de la OSE no tiene nada más que hacer que decir a dónde va su auto o el del departamento de Rivera. 
Eso estaba a cargo del Gerente de Servicios Generales, señor Winston Torres, que era quien decidía -eso 
surge del expediente- a qué taller se enviaba y a qué taller no. Pero surge también del expediente que se hizo 
la consulta en algún momento. Como la flota es muy antigua y hay muchos vehículos Toyota, se llamó a 
AYAX, que como ustedes saben es agente oficial. La empresa respondió que le tenían que llevar los 
vehículos para que los desarmaran e hicieran un presupuesto. Imaginen si cada vez que se rompe el auto de 
un Director, del Presidente, o cualquier vehículo de OSE hubiera que llevarlo primero a AYAX, después a 
Puerta Grande y después al taller "Iglesias"; que los tres tuvieran que desarmarlo, y que luego de un mes o un 
mes y medio tuviéramos cada presupuesto para elegir. Sería absurdo y ridículo. 


Pero se llamó a AYAX -surge del expediente; ustedes lo pueden leer-, y recomendaron llevar el auto, que lo 
desarmarían y darían el presupuesto, a lo que se contestó: Está bien, se lo llevarían. ¿Cómo se puede pagar? 
La respuesta fue: Contado, como corresponde; el taller no va a comprar los repuestos y OSE los va a 
financiar. Esto era en el año 2002, cuando el Ente tenía un atraso con sus proveedores de más de seis meses. 
Evidentemente, AYAX dijo: "De ninguna manera. Yo no puedo dar este crédito al Ente, comprando yo los 
repuestos y que ustedes me lo paguen dentro de seis meses". Capaz que lo podía hacer, pero no le interesaba. 
Uno de los pocos talleres que sí mantuvo esa línea de "crédito" -entre comillas, porque se llevaba a arreglar el 
auto y se pagaba como se podía, dentro de seis u ocho meses-, fue Puerta Grande, y por eso se siguió 
enviando allí los autos. Además, queda muy cerca de la central; entonces, el chofer se quedaba sin frenos o se 
le rompía el embrague y a pocas cuadras llevaba el auto a arreglar. 


Lo que todavía no terminamos de entender es, amén de que no era el Director en aquel momento, el hoy 
Diputado Casas, quien decía que el auto oficial fuera a tal o cual taller, ¿cómo eso puede ser delito? ¿Cómo 
puede ser un acto arbitrario? ¿Si lo hubiéramos mandado a Ayax y no a Puerta Grande? ¿Y si hubiéramos 
alternado Ayax y Puerta Grande? ¿Dónde está la arbitrariedad? ¿Cómo puede ser que se pretenda juzgar y 
penar a una persona por una conducta de ese estilo? 


Las otras dos imputaciones -que naturalmente va a ampliar el señor Diputado- son más o menos de ese estilo. 
Una de ellas es que en alguna de las investigaciones administrativas se detectó en OSE que se había realizado 
perforaciones -aclaro que era en convenio con el Ejército, que era el que hacía la perforación- en 
determinadas asociaciones civiles que, naturalmente, no tenían fines de lucro. El propio fiscal pone los 
ejemplos: un club de fútbol, el Centro de Protección de Choferes, una asociación. Se presentaba la nota 
haciendo la solicitud y el Director la tramitaba; si había posibilidades se hacía y si no, no. Se tramitaron 
cientos de estos pedidos y se hicieron unos pocos. Acudían los técnicos e ingenieros de OSE para ver el lugar, 
se hacía la prospección del suelo porque tenía que ser agua potable; no se sacaba el agua para regar. De esa 
manera, se aprobaban o no. Lo que resulta más llamativo es que el Directorio actual continúa con esa 


práctica. Se adjuntaron a las defensas que se hicieron en el juzgado, ejemplos de pozos que se han hecho en 
la actualidad por parte del actual Directorio. Está el caso de un centro de discapacitados, pero lo más 
llamativo es que se hacen para regar y para mantener el jardín, no es ni siquiera para obtener agua potable. 
No critico esto. Como decía el doctor Gonzalo Aguirre, no es que quiera que alguien más vaya preso, lo que 
me llama la atención es por qué puede ser arbitrario en un caso y no en el otro. Me parece estupendo que la 
OSE, si dispone de ese rubro, colabore con una asociación de discapacitados así como también con una 
asociación de baby fútbol, en la que lo único que se hace es brindarle agua potable a un montón de niños; 
además allí funciona un merendero. No creo que eso esté fuera del estatuto de la OSE, que tiene un contenido 
evidentemente social. 


Lo otro que se ha cuestionado llamativamente es el tema de la publicidad oficial. Lo que tengo que decir es 
que el señor Diputado Casas, como ustedes saben, estuvo al frente del Directorio de la OSE desde enero de 
2001 a octubre de 2003. Sin perjuicio de ello, cuando se habla de la publicidad oficial y se le recrimina la 
diferencia que podía haber existido en esa materia en el departamento de San José con relación a otros, se 
habla de todo el quinquenio y no de los dos años que estuvo el Diputado Casas. O sea que se habla de todos 
esos años, en vez de dos. Pero no importa. Lo que se debía averiguar es por qué hubo esa publicidad en San 
José, por qué también en Cerro Largo. Cabe aclarar que se hizo publicidad en los diecinueve departamentos, 
pero existen diferencias en cada caso. Entonces, ¿por qué hay mucha publicidad en el departamento de 
Canelones y por qué hay menos en el de Paysandú, en donde hubo una diferencia muy grande? Sucede que la 
OSE -además de realizar publicidad oficial, necesaria y muy cara-, en determinados departamentos, por 
convenio con el Banco Mundial o con el Banco Interamericano de Desarrollo, estuvo haciendo una nueva red 
de saneamiento y necesitaba publicitarla para conseguir que los vecinos se conectaran a ella porque el Banco 
daba un préstamo de acuerdo con la cantidad de vecinos que se conectaban por cuadra. Era un sistema 
bastante complicado porque se exigía la firma del vecino aceptando eso y, además, debían firmar un 
conforme porque de lo contrario el préstamo del BID no salía. Para eso había que publicitar las bondades del 
nuevo servicio y a esos efectos se debe gastar en publicidad. Nadie se molestó en averiguar eso. 


Pero fíjense lo que dice el señor Juez en el auto de procesamiento -está en el expediente que tienen- cuando 
se refiere a la publicidad: "Conviene dejar asentado que, fuera de las comunicaciones necesarias para atender 
el fin específico (publicidad legal llevada adelante por la Oficina de Relaciones Públicas) no se entiende el 
porqué un ente monopólico estatal, en medio de una debacle económica debe utilizar sus escasos recursos en 
publicitarse cuando resulta razonablemente lógico que ese mismo dinero invertido en obras redundaría en una 
ampliación y mejora en la calidad del servicio que se brinda a los usuarios y así el retorno de la inversión 
estaría plenamente asegurado". 


Yo pregunto a los señores Diputados si ustedes ven acá alguna consideración de tipo jurídico o son más bien 
de tipo político-administrativo. Esto está entrecomillado y lo pueden leer en el auto de procesamiento. 


(Diálogos) 


Retomo la pregunta que me hacía y que trasladaba a los señores Diputados: ¿cuáles son las 
consideraciones de tipo jurídico que ven en este párrafo? 


Les quiero llamar la atención acerca de a lo que lleva un delito de abuso de funciones y es lo que se ha 
llamado vulgarmente "la sustitución de despachos" porque el Juez se muda de su despacho de Juez se sienta 
en la OSE, ya no en 2001, en 2002 o en 2003 sino en 2007, y piensa: "Pero, ¿cómo, hicieron publicidad? 
Mejor hubieran hecho obras. El auto lo mandaron ahí. ¿Por qué no a otro lado? ¿Hicieron siete pozos? Mejor 
hubieran hecho uno solo". Son cosas que no le corresponden al Juez, le están vedadas. Lo que el Juez debe 
saber es si una determinada conducta o acción se adecua típicamente a una descripción previa, escrita y 
estricta por el legislador. Si eso no ocurre, tiene que decir: "Se archiva porque no veo cuáles son las 
responsabilidades”. Pero de ninguna manera debe hacer consideraciones de tipo político-administrativas. De 
esta manera, quisiera dar por terminado lo que tiene que ver con el delito de abuso de funciones para así 
pasar al delito de fraude. 


Ustedes dirán -lo he visto en medios de prensa-: "Siempre hablamos del delito de abuso de funciones, pero 
del delito de fraude no". Yo voy a hablar bastante del delito de fraude, si me lo permiten, y voy a tratar de ser 
claro. El delito de fraude aparece acá como el tipo penal que se evade de todas las críticas que sabíamos que 
se le iban a hacer al delito de abuso de funciones. Las críticas que estoy haciendo no las inventé yo; algunas 
serán de mi autoría, pero en general vienen de hace muchos años. 


El delito de fraude, como saben, está previsto en el artículo 160 del Código Penal y basa el tipo penal en tres 
partes: proceder con engaño, que se dañe a la Administración y que la finalidad sea beneficiarse 
económicamente el propio agente o un tercero. Ahora vamos a preguntarnos cuál es la imputación que hace el 
señor fiscal al señor Diputado Alberto Casas y dice lo siguiente: "En múltiples situaciones, funcionarios de 
confianza, Directores y otros jerarcas de la época figuraban como habiendo realizado viajes al interior que no 
realizaron y por esa vía cobraron indebidamente viáticos como forma de remuneración o compensación 
accesoria”. Eso lo dice el señor fiscal de la causa. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Puede repetir? 


SEÑOR BORDES.- Dice así el señor fiscal en su requisitoria: "En múltiples situaciones, funcionarios 
de confianza, Directores y otros funcionarios de la época figuraban como habiendo realizado viajes al 
interior que no realizaron y por esa vía cobraron indebidamente viáticos como forma de remuneración 
o compensación accesoria". Como ustedes saben, este primer párrafo hace referencia a funcionarios de 
la Secretaría y no al señor Diputado Casas. Y acá viene la imputación concreta al Diputado Casas. Los 
Directores y jerarcas de esos funcionarios tuvieron conocimiento de esas situaciones y autorizaron esas 
prácticas. Acá tenemos que partir de lo siguiente: el Fiscal tiene que probar en principio dos o tres 
cosas. La primera y fundamental es que los secretarios del señor Diputado Casas no concurrieron a las 
comisiones que se les había encomendado en el interior del país. Si los secretarios del Diputado Casas 
concurrieron, se terminó el problema y hablaríamos de otras cosas, quizás de una falta administrativa. 
Si concurrieron no hay ningún problema. Los secretarios a los que se refiere el señor Fiscal son los 
señores Miguel Adán y Juan Fernández Nandín, quienes eran funcionarios adjuntos a la Secretaría y 
que concurrían a cumplir con comisiones en el interior, por ejemplo, en relación a la red de 
saneamiento, extensión de una línea de agua potable para una escuela o para un predio rural, etcétera. 
Para ello determinadas personas de Secretaría concurrían al interior del país, por ejemplo, para 
reunirse con el Intendente, con la Junta Local, con la Junta Departamental, con la comisión de vecinos, 
con la Escuela, con los vecinos de la zona, con la comisión de fomento, etcétera. Allí recababan datos y 
se reunían con las personas en instituciones, a la mañana, a la tarde o de noche. Para ello el Diputado 
Casas lo único que hacía, su único rol en esta función, era dirigirse a "Fulano" o "Zutano" o ir 
directamente a la Secretaría -sin individualizar a ninguno de los dos- para solicitar que se haga tal o 
cual relevamiento en determinado lugar, se averigúe cuántos vecinos están conectados, cuántos se 
conectarían, qué escuela necesita tal cosa, etcétera. Estos funcionarios concurrían al interior del país y 
cobraban un viático. Deben tener presente que los viáticos que cobraban eran fijos; no importaba si 
habían ido en ómnibus, en tren, a dedo, si habían dormido en un camión, en una plaza, en la casa de 
una amiga o en un hotel. Ese viático era fijo y al día de hoy se estima en unos $ 544 más $ 126 como 
suplemento si es que pernoctaban en el lugar. 


La persona iba al o a los lugares donde debía concurrir y enviaba los informes o venía personalmente a 
Montevideo, comentaba del tema con el Diputado, y volvía al interior. Entonces, nosotros pensamos: el 
Fiscal está diciendo claramente que hay funcionarios que no fueron al interior y que cobraron esos viáticos. 
De la investigación administrativa, del sumario -que también está agregado en autos- ni del propio expediente 
penal surge que los señores Miguel Adán o Juan Fernández no hayan concurrido al interior; no surge, no lo 
pueden afirmar porque no se probó. Los señores Adán y Fernández fueron procesados por este delito de no 
haber ido al interior, algo que no se probó. Reitero: no se probó a nivel administrativo, o sea que ni siquiera 
lo dice la OSE en la investigación administrativa, y consecuentemente, no se pudo probar a nivel penal. Estos 
funcionarios antes de ser procesados, presentaron un escrito y pidieron pruebas. En dicho escrito dijeron que 
habían ido al interior y que podían probarlo. Es más difícil la prueba negativa que la positiva. Además, 
pidieron que declararan el Intendente Municipal de Durazno, el Intendente Municipal de Florida, la comisión 
barrial de no sé dónde, el señor Diputado Casas, tal o cual persona, y a esa prueba no se le hizo lugar. Se 
prefirió procesar primero y hacer la prueba después, lo que no parece ser acertado desde el punto de vista 
jurídico. Si hay una persona que pretende una prueba cuyo descargo sería fundamental, ¿qué perdía el 
Juzgado? ¿Un mes? Lo citaba al mes y efectuaba todos los testimonios necesarios. ¿Qué perdía? ¿Qué apuro 
había por efectuar un procesamiento antes de realizar esas pruebas? No se ha pedido un oficio a la ONU ni a 
la Corte Internacional de la Haya para hacer una chicana y entorpecer el procedimiento. Se pueden pedir 
testimonios que se citan para la siguiente semana o la otra y se escucha a esas personas. Al tomarse la 
declaración a los testimonios, se hubiera conseguido una prueba fundamental. También hubiere sido 
fundamental como prueba si se hubiese interrogado al chofer del señor Diputado Casas. Se le podía haber 


preguntado si había recibido la orden del ex Director de la OSE de llevar el auto oficial siempre a arreglar al 
taller Puerta Grande.. La cuestión es escuchar si decía que sí o decía que no; en este último caso, tendríamos 
que ver quién dio la orden, si fue otra persona. El chofer del señor Diputado Casas no ha declarado y 
tampoco lo hizo el chofer del ex Presidente del organismo, ingeniero Rodríguez Landón, a pesar de haberse 
solicitado 


Entonces, nos encontramos con esa problemática, es decir, no hay pruebas de que esos funcionarios no hayan 
ido. No; no hay pruebas. 


No voy a referirme a otras personas porque no me corresponde, pero también uno podría preguntarse si otros 
Secretarios no fueron. Yo voy a hablar únicamente de estos dos Secretarios que son los que indirectamente le 
acarrean el perjuicio de verse inmerso en el problema al señor Diputado Casas. Como acá se da una 
información tan general, me veo en la obligación de hacer una distinción. No sé si hay pruebas de que otros 
Secretarios no hayan ido al interior. Yo quiero las pruebas de los dos funcionarios que mencioné 
anteriormente porque son quienes podía haber enviado el señor Diputado Casas. Y de estos no la hay. ¿Qué 
se dice en contrapartida? En el auto de procesamiento se dice que no hay pruebas de que no hayan estado en 
el interior, pero hay tres cuestiones fundamentales a tener en cuenta. Hay tres días en que estos funcionarios 
presentan la rendición de cuentas en Montevideo-si bien la rendición de cuentas no está sellada en 
Montevideo, inclusive la podría haber presentado otra persona-y, según la rendición de viáticos estaban en el 
interior. Hablo de tres días en diez meses; hago un paréntesis: miren que estamos hablando de diez meses de 
viáticos. El señor Diputado estuvo tres años pero hablamos de enero a octubre de 2003. Digo esto para que 
ustedes puedan discernir que si esto fue una maniobra se podría haber hecho en los tres años. ¿Por qué esos 
diez meses? Porque en ese momento había que acelerar la problemática con el BID y había que hacer obras 
porque éste estaba por cancelar los préstamos. Por esta razón se hizo un relevamiento muy importante a nivel 
de la República y estos dos funcionarios permanecieron prácticamente los diez meses sin descanso-solo 
vinieron a Montevideo uno o dos días por mes-, y estaban permanentemente en el interior. Esto se puede 
probar y se va a probar. 


Entonces, se dijo que tres días no estuvieron en el interior a pesar de que la rendición de viáticos dice que sí, 
y aparentemente estuvieron en Montevideo. Tres días no son diez meses. También se dijo que no marcaban 
asistencia en la localidad a la que iban y, además, no presentaron boletas de comprobantes o recibos. 
Entonces, nosotros ahora tenemos que analizar esta situación. Pues bien; ¿existe un reglamento de viáticos en 
la OSE? Sí existe un reglamento de viáticos en la OSE. Este fue aprobado por resolución de Directorio-voy a 
dar el número para que puedan acceder a él; yo tengo una copia-N” 1443/79 del 12 de febrero de 1979. Esta 
resolución fue modificada por otras que le introdujeron algunos agregados hasta el año 1995. Esto quiere 
decir que es una resolución de viáticos bastante anterior al ingreso al Directorio del señor Diputado Casas 
que, como ya dije, fue en enero de 2001. 


Veamos si el reglamento de viáticos prevé algo al respecto. 


Vamos a dividir nuevamente nuestra exposición. Primero, veamos si prevé algo en cuanto a que estos 
funcionarios por no marcar tarjeta en el interior, por no presentar comprobantes o por haber estado tres días 
en Montevideo habiendo rendido cuentas como que estaban en el interior, cometieron alguna falta 
administrativa-les adelanto que para mí no es delito-; así por lo menos, tendremos algo de qué agarrarnos. La 
segunda parte, que tendremos que ver si surge del propio reglamento de viáticos, es si el señor Casas tenía la 
obligación de controlar a esos funcionarios. Porque si estos funcionarios rendían cuenta como que habían 
estado un mes entero y en realidad estuvieron diez, quince o veinte días, la pregunta es si eso es 
responsabilidad del señor Casas o si había otras personas responsables de detectar esas irregularidades. 


Vayamos al reglamento. Los artículos 2” y 3” del reglamento hablan de los Ordenadores de Comisiones-con 
mayúscula-; uno podría tentarse a pensar que el Ordenador de Comisiones era el Diputado Casas. ¿No era él 
quién ordenaba que se hiciera tal o cual Comisión? Pero inmediatamente vamos a ver que eso no es así, que 
el Ordenador de la Comisión refiere al ordenador de pago y no, como dicen los artículos 2* y 3*, a quien 
hubiese encomendado la comisión. El mismo artículo habla del Ordenador de la Comisión y de quien la 
hubiese encomendado. Quiere decir que el Ordenador de la Comisión es persona distinta de quien 
encomendó la Comisión. ¿Qué dicen los artículos 2” y 3%? Que es responsabilidad del Ordenador de la 
Comisión, del ordenador de pago, hacer un seguimiento de estos viáticos y de su efectivo cumplimiento. 


No son solo los artículos 2* y 3”; nos dicen que no era el señor Diputado Casas quien tenía que controlar esos 
viáticos. El artículo 11 establece que es el Ordenador-nuevamente con mayúscula, refiriendo al ordenador del 
gasto-quien debe acompañar con su firma el formulario que autoriza la Comisión. No existe una sola firma 
del señor Diputado Casas en esos formularios que autorizaban la Comisión. ¿Quién los firmaba? El 
ordenador, que no era el Diputado Casas. 


Los artículos 39 y 40 del reglamento disponen que será el Directorio que resolverá, en definitiva, cualquier 
tipo de controversia que exista entre el Ordenador y los funcionarios. ¿Qué pasaba? Al efectuar la 
correspondiente liquidación o rendición de viáticos, podía ser que el ordenador dijera que esto sí, que esto no; 
entonces, ¿quién resolvía en definitiva? El Directorio, integrado, junto a otras dos personas, por el señor 
Casas. ¡Vaya si yo puedo ser entonces juez y parte, es decir, ser el que controla, liquida, ayuda a hacer la 
liquidación y en definitiva resuelve! 


Por si esto fuera poco, el artículo 52 del reglamento de viáticos ordena a la Gerencia General de la OSE y a 
las Jefaturas Departamentales elevar al Directorio un informe mensual sobre el monto de los viáticos 
autorizados. Quiere decir que nuevamente el Directorio se coloca por fuera de los viáticos y ordena a sus 
subordinados, que son los que los controlan, que envíen una copia de la cuenta de lo que se está gastando de 
viáticos. Después, el señor Diputado Casas les va a informar cómo se han ido rebajando los viáticos en su 
período. 


Entendemos que quedó desvirtuado que el señor Diputado Casas fuera quien controlaba esa rendición de 
viáticos. La pregunta es, entonces, ¿quién la controlaba? Como ya vimos, esto estaba previsto en el propio 
reglamento. Además, por Resolución N* 529/002-les doy el número por si la quieren ubicar-se creó una 
Comisión de Viáticos, integrada, entre otros-fíjense la jerarquía de las personas que la integraban-, por el 
Subgerente General Técnico, por el Subgerente General Administrativo, por el Gerente de Recursos 
Humanos, por el Subgerente de la Oficina de Planeamiento y Desarrollo, y Subjefe del Departamento 
Jurídico. Además, había un control de la Gerencia Financiera y de la Gerencia General. Está de más decir, 
porque ustedes lo saben mejor que yo, que la OSE tiene un contador delegado del Tribunal de Cuentas, que 
obligaba a hacer pasar por su persona todo tipo de gasto. Por lo tanto, hasta que no existiera el visto bueno de 
este delegado del Tribunal de Cuentas, no se iba a realizar ningún pago. Entonces, el Director no tiene que 
realizar el control de esos viáticos. 


Por otra parte, nunca se hizo ninguna observación, ni por parte de la Comisión de Viáticos, del Gerente 
General, del Gerente Financiero-que era quien pagaba-, del Gerente de Recursos Humanos-que era quien 
controlaba-, ni por la Inspección General, que es una especie de "Asuntos Internos" que existe en la OSE, que 
puede controlar y auditar la oficina que quiera, que puede observar y denunciar la oficina que quiera. Por si 
esto fuera poco, no solo no hubo ninguna observación por parte de ningún control interno, sino que tampoco 
lo hubo por parte de los controles externos. 


Hasta octubre del 2003, cuando el señor Casas se retira de OSE, no existía ninguna observación formal ni 
material de la forma en que se rendían los viáticos. Ustedes me dirán que hubo una observación y por eso se 
tuvo que reiterar el gasto. Sí, claro, porque lo que podía pasar era que no estuviera previsto 
presupuestalmente. Pero nunca se observó la forma o la legalidad del viático; esto se sigue haciendo hasta el 
día de hoy; también hoy la OSE, y todos los organismos, reiteran el gasto ante el Tribunal de Cuentas. 


Y ahora viene la otra parte. ¿Por qué estos funcionarios estaban tres días en Montevideo y marcaron como 
que estaban en el interior? Vamos a entendernos; entonces, ¿por lo menos tres días estafaron-por utilizar una 
palabra vulgar-al ente? No, porque el artículo 24 del reglamento dice textualmente: "Debe tenerse presente 
que el alejamiento transitorio del funcionario del lugar de la Comisión, sea cual fuera la circunstancia que lo 
motive, no implica interrupción de la Comisión". Para cobrar los viáticos del mes anterior, el funcionario 
tenía que presentar la rendición de viáticos. Reitero, por las dudas, para que no haya confusión, que la 
rendición de viáticos no implica que yo diga cuánto gasté, y si estuve o no en un hotel; no se hacía eso en la 
OSE. Además, debía concurrir, por lo menos una o dos veces al mes, a entrevistarse con el señor Diputado 
Casas y mostrarle la marcha de lo que estaba investigando, averiguando o tomando conocimiento en el 
interior del país. Pero el propio reglamento no solo lo habilita sino que está diciendo: "Mire que si usted se va 
dos o tres días de la Comisión, no quiere decir que la interrumpa. Usted póngalo como que sigue estando en 
comisión". 


Vamos a los otros dos temas que habíamos visto. Uno de ellos es el relativo a que no se registraba la firma. 
Dice el artículo 10 del reglamento de viáticos que el funcionario puede ser eximido de registrar la firma en la 
localidad. Ustedes se preguntarán por qué se evitaba registrar la firma en la localidad. Porque se trata de un 
funcionario de confianza de la Secretaría, que no registra firma en Montevideo; entonces, ¿para qué le voy a 
pedir que en una localidad alejada vaya hasta el tanque de OSE a fijarse si está el Jefe, a marcar tarjeta, si lo 
que me interesa es lo que me está trayendo? Yo sé que está yendo porque me llama el Intendente y me dice, 
por ejemplo, que ayer estuvo con mi funcionario. Estaba eximido. Pero no solo estaba eximido sino que, 
además, esto estaba previsto en el propio formulario que se utilizaba para la rendición de viáticos. Había un 
casillero que decía "Debe marcar tarjeta" y otro "Eximido de marcar tarjeta". El ordenador-no el señor 
Diputado Casas; que podía ser el Gerente General o quien fuera-, marcaba en el casillero que decía "Eximido 
de marcar tarjeta". Entonces, este funcionario, aun no marcando tarjeta en la localidad del interior, ni siquiera 
estaba cometiendo una falta administrativa, sino que estaba haciendo algo permitido por el reglamento y 
estaba autorizado a hacerlo. 


Por último, está el punto sobre la no presentación de recibos. Vuelvo a reiterar: al día de hoy, OSE sigue 
abonando un viático fijo de $ 544. Ese viático fijo no exige la presentación de boleta; de lo contrario, no sería 
fijo; yo tendría que venir con una rendición de cuentas y explicar que gasté tanto de hotel, tanto de pasaje, 
tendría que presentar la cuenta y decir "me tienen que pagar tanto, más un plus por haber ido", por ejemplo, o 
por horas extra. Eso no lo hace la OSE ni gran parte de la Administración. Paga un viático fijo; si le sobra 
bien y si no, se gastará a cuenta; se dice: "Trate de que le sobre". Está calculado de manera tal que ese viático 
más el complemento por pernocte le alcance sobradamente al funcionario como para realizar la comisión. 


¿Qué dice el artículo 36 del reglamento de viáticos? Que no es obligatorio presentar boletas, recibos ni 
facturas. Además, dice que la Administración podrá solicitarlo; si lo puede solicitar quiere decir que no es 
obligatorio. Entonces, la Administración, por el motivo que fuera, porque decidió hacer una excepción y 
pagar el hotel, o porque fue una comisión en determinado lugar, puede exigir la presentación de boletas; 
también podría ser que el ordenador directamente dijera que tiene dudas de que el funcionario haya 
concurrido a tal o cual lugar y le pida las facturas. Se lo pueden exigir, pero no es obligación del funcionario 
hacerlo. Tanto es así que existe una resolución muy actual del Directorio de OSE, la N* 1.365/06, de 22 de 
noviembre de 2006, que exigió que a partir de ese momento para que se paguen los viáticos, será obligación 
del funcionario presentar los correspondientes recibos y facturas. Esto habla por sí solo. ¿Cómo? ¿Ahora sí es 
obligatorio y antes no? Si no, una resolución no se puede contradecir con sí misma. ¿Ahora sí es obligatorio? 
Eso fue el 22 de noviembre; el 4 de diciembre del mismo año, prácticamente una semana y poco después, la 
resolución de Directorio N* 1.428/06 dejó sin efecto la resolución anterior, porque se dieron cuenta de que 
era inviable solicitar las facturas y demás, y los propios servicios y la gente que iba al interior apuró el tema; 
quedó sin efecto, estableciéndose en $ 544 por día el viático fijo. Esto quiere decir dos cosas, que me parece 
que son muy importantes: no sólo era obligatorio presentar facturas y boletas, tampoco lo es ahora. 


Para terminar con esta disertación en lo que tiene que ver con la parte material, queda claro que los 
funcionarios que estaban adscriptos a la Secretaría del señor Diputado Casas que concurrieron al interior del 
país a realizar comisiones, no cometieron siquiera una falta administrativa; y, de haberla realizado, me parece 
que lo que correspondía era que se hiciera la investigación administrativa, un sumario y después encarar 
todos los caminos a recorrer-anulación, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo y demás-, pero no 
buscarle la vuelta a esto para ver si constituía delito penal. Esto quiere decir que desde el punto de vista 
material, no existe delito de fraude porque los funcionarios fueron al lugar, porque los funcionarios no 
cometieron ninguna falta administrativa y porque el señor Diputado Casas no era quien tenía que controlar 
esos viáticos. 


Por último, vamos a ver si esto por lo menos se encuadra en el tipo penal fraude, del artículo 162. 


Cuando comencé a hablar sobre este tema dije que uno de los pilares básicos sobre el que se asienta el delito 
de fraude-cuyo nombre nos dice bastante más de lo que en realidad es o asusta más de lo que en realidad es-, 
se asienta sobre la base del proceder con engaño. Por lo tanto, el señor Fiscal debió haber dicho cuál fue la 
forma en que el señor Diputado Casas engañó y a quién, cómo procedió con engaño y a quién, para que 
entonces pueda encuadrar el delito de fraude. Sinceramente, si fuera así y tomáramos como cierto-reitero por 
cuarta o quinta vez que no fue así, pero lo vamos a tomar como cierto-que los señores secretarios no fueron al 
interior, la pregunta es ¿cómo se puede proceder con engaño cuando el viático pasa por el Gerente General, 
por el Gerente Financiero, después va al Gerente de Recursos Humanos, luego a la Comisión de Viáticos, 


tiene una inspección general y lo mira una contadora del Tribunal de Cuentas? Repito ¿cómo se puede 
proceder con engaño ante algo tan público como lo eran los viáticos que cobraban las personas adscriptas a la 
Secretaría? ¿A ustedes les parece que podría ser de sentido común que el señor Diputado o cualquier otro 
Director le pidiera todos los meses el recibo de sueldo a algún funcionario para ver lo que está cobrando, por 
ejemplo, por horas extra o presentismo? Es absolutamente absurdo y no tiene el más mínimo sentido común. 
Justamente, como esto no es de sentido común, el reglamento de viáticos y la propia estructura de la OSE lo 
organiza de otra manera; hay otros servicios y otras personas que están a cargo de esa tarea. 


Para concluir, les quiero solicitar a los señores Diputados de esta Comisión que estudien con mucho 
detenimiento este problema y, reiterando lo que dijo mi colega el doctor Gonzalo Aguirre, tengan la plena 
certeza de que lo que estamos hablando acá no es si el señor Diputado va a ir a la Justicia, ahí va a hacer su 
defensa y entonces podrá probar su inocencia. No; no es ese el camino que vamos a recorrer. Como lo dijo el 
doctor Gonzalo Aguirre, si ustedes levantan los fueros del señor Diputado, al otro día lo van a citar al 
Juzgado y ese mismo día sale procesado con prisión. No tenemos por qué pensar que va a pasar cosa distinta 
de que lo que pasó con los funcionarios de la Secretaría; no se probó que no estuvieran en el interior, no lo 
probó la propia investigación administrativa de OSE, no lo pudo probar el Juzgado, cumplieron con el 
reglamento pero están procesados y tienen un montón de limitaciones a su libertad. Presentaron pruebas y no 
fueron suficientes. Por qué vamos a pensar que al Diputado Casas se le va a dar un tratamiento distinto y se le 
va a decir: "Venga, vamos a cumplir con el artículo 126 y vamos a cumplir a cabalidad con el artículo 113- 
que ustedes reformaron hace un par de años-y le vamos a dar todas las garantías necesarias; usted va a poder 
presentar todas las pruebas que quiera, vamos a traer todos los testigos que quiera". No se va a hacer eso. 


En conclusión: el delito de abuso de funciones no solo no procede desde el punto de vista material sino que 
es deliberadamente inconstitucional y el delito de fraude tampoco procede ni desde el punto de vista material 
ni desde el punto de vista formal. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CASAS.- Quizás en algunos casos seamos algo reiterativos pero, evidentemente, hemos 
preparado algo para traer y vamos a tratar de ir explicando, si no hay alguna pregunta que los 
compañeros legisladores quieran hacer, desde el punto de vista jurídico, a los técnicos; yo soy 
veterinario y en el aspecto jurídico me apoyo en los doctores que me están asesorando. 


En la OSE, a diferencia del resto de los organismos de la Administración Pública, fueron designados por este 
Gobierno dos integrantes solamente y un nuevo secretario general que provienen, casualmente, de otro 
organismo distinto. Por alguna de las investigaciones administrativas que luego fueron remitidas a la Justicia, 
el actual Directorio designó a funcionarios que jamás habían realizado una función de tal naturaleza y que no 
pertenecían a la dependencia correspondiente. En el curso de esos procedimientos administrativos pudimos 
identificar-como era personal nuevo, en una repartición nueva, traídos de los pelos-gruesos errores que dan 
lugar a graves defectos, sin perjuicio de la falta de pruebas. 


Luego, esas actuaciones, sin concedérseme vista administrativa previa, son remitidas a la Justicia, y allí creo 
que existe un error, más allá del sustancial respecto al contenido: se me desconoce el derecho de defensa en 
el propio procedimiento administrativo. Dicho derecho creo que está consagrado en la Constitución de la 
República en su artículo 68 y es de unánime criterio del Tribunal de lo Contencioso Administrativo que en 
forma previa a adoptarse una decisión administrativa el afectado deberá tener derecho a defensa o derecho a 
ser oído. 


El actual Presidente de OSE, el ingeniero Carlos Colache, horas después de radicada la denuncia penal, el 21 
de setiembre del 2005 hacía las siguientes declaraciones a la prensa: "La situación de Alberto Casas que 
estaba siendo nombrado, digamos, como involucrado en ciertas irregularidades, si bien nosotros veníamos 
manteniendo silencio porque no nos gusta manejar nombres en estas circunstancias, seguramente al haber 
sido Director del organismo quedó involucrado en una nómina. Nosotros no tenemos ningún elemento que 
diga que Alberto Casas ha cometido algún tipo de irregularidad. Así que quiero dejar bien claro esto". 
Preguntado por el periodista si definitivamente se descarta participación alguna de Casas en algún episodio 
irregular o puede haber alguna investigación posterior que lo involucre de alguna forma, el Ingeniero Colache 
contesta: "Yo no tengo ningún elemento que determine que haya habido alguna irregularidad de Casas. Por el 
contrario". 


Vamos a dejar estas expresiones en un Anexo l; las hemos hecho certificar notarialmente, por un escribano. 


Debemos aclarar-como muy bien lo dijo el doctor Bordes-el período en el cual actuamos en la OSE: del 16 de 
enero de 2001 al 30 de octubre del 2003. Después vamos a ver que gran parte de las imputaciones y de las 
sesenta y una preguntas que nos hizo llegar el Juez para responder en solo tres días-parecía que lo único que 
hacíamos era esperar esas preguntas-, caen fuera del período en el que estuvimos al frente de la OSE. 


Refirámonos a las supuestas irregularidades en el cobro de viáticos. Como bien decía el doctor Bordes, debo 
referirme a los señores Miguel Ángel Adán y Juan Gabriel Fernández, únicos funcionarios del organismo 
vinculados a mi despacho y que figuran como investigados ante la Justicia. El señor Juez y el Fiscal, cuando 
nombran a los secretarios de todos los despachos, meten a todos en una bolsa, y nosotros vamos a demostrar 
por qué en el caso de estos funcionarios la situación es totalmente diferente. Dichos funcionarios fueron 
destituidos por la actual Administración y también vamos a dejar documentación de esa resolución. 


Por Resolución del Directorio N* 1134/01 se establece que "los funcionarios afectados en los despachos de 
los Directores, en forma previa al inicio de la gestión de los viáticos, deben ser autorizados por los 
respectivos jerarcas". La autorización de viáticos se correspondía-como decía el doctor Bordes-con la orden 
que se daba al funcionario para que realizara determinado cometido en alguna localidad del interior del país. 
Luego la comisión se tramitaba a través de la persona encargada de ello en mi Secretaría. Por otra parte, 
como Director del organismo, no tenía ni podía tener el control efectivo de los gastos de los viáticos. Todos 
los viáticos que se generaban en el organismo pasaban por los controles institucionales de los servicios 
correspondientes. 


En ninguna etapa del trámite del viático interviene el Director. El Director dispone u ordena la concurrencia 
del funcionario de su despacho a determinada localidad. Luego, hay un trámite administrativo en el que no se 
interviene en forma alguna, ni previamente autorizándolo ni posteriormente aprobándolo o fiscalizándolo. 
Únicamente se tiene conocimiento de la tarea efectivamente realizada por parte del funcionario. 


Los informes de la Oficina de Sumarios y de la Oficina Jurídica de la OSE, relacionados con los señores 
Adán y Fernández, no concluyen en que debía realizarse una denuncia penal, y esto lo tenemos documentado; 
solo refieren a una falta administrativa por defectos administrativos en sus actuaciones. En efecto, el 
procedimiento administrativo concluye con la misma opinión del ex Jefe de Jurídica y de la actual Subjefa de 
Jurídica -entiéndase bien esto: el ex Jefe de Jurídica, que ya no está, y la actual Subjefa de Jurídica concluyen 
lo mismo- respecto a los funcionarios Adán y Fernández: que se les debe aplicar una sanción no eliminativa. 
Sin embargo, ya vimos que fueron destituidos. 


Como decía el doctor Bordes, el Fiscal se refiere a montos llamativos. En cuanto al monto de los viáticos que 
cobraron estas dos personas, su supervisión dependía de los servicios correspondientes de OSE, los que 
nunca me hicieron llegar ninguna observación. Tampoco efectuó observación alguna sobre la persona que 
habíamos designado para controlar esa tarea especificamente; después vamos a ver quién es. 


En OSE existen mecanismos de autorregulación, que se mantienen en la actual Administración, que impiden 
que una tercera solicitud de viático se lleve adelante sin haber rendido alguna de las dos anteriores. Mientras 
todo funciona, no hay por qué detenerse; la tercera no se liberaba mientras no se rindiera alguna de las dos 
anteriores. Toda esa información es pública y está en el Sistema de Gestión de Viáticos, en el Sistema 
Informático de Información Económica. O sea que aquí no hay nada oculto. Quizás nosotros fuimos los que 
menos sabíamos de esto, porque no teníamos la clave para entrar al sistema para saber dónde estaban los 
viáticos de cada funcionario. La clave la tenían los Gerentes respectivos. 


Resulta conceptualmente erróneo el razonamiento del señor Fiscal cuando sostiene que "fuera cual fuera la 
localidad de destino, siempre se liquidaba la misma suma por concepto de viático diario". Esto es algo 
conceptual y sucede en toda la Administración pública. Yo fui funcionario del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y cobré viáticos. Iba a Tacuarembó o a Salto y mi viático era el mismo. ¿Por qué en OSE 
tiene que ser distinto? 


Debe quedar absolutamente claro que el viático que paga OSEÉ es una suma fija diaria -como decía el doctor 
Bordes- cualquiera sea el lugar en que se desarrolle la tarea. Reitero: el viático generado por ir a Colonia es el 
mismo que por ir a Artigas. Así es aún hoy y la Resolución N* 1428, en su N* 2 señala: "Disponer que a partir 
de la fecha de esta resolución, y hasta tanto se expida el grupo de trabajo creado para el análisis del 


reglamento de viáticos, el viático diario que corresponda percibir por el desempeño de comisiones de 
servicios, se fija en la suma de $ 544,00". Esta es una resolución del 4 de diciembre de 2006, que dejaremos 
en la Comisión. 


En relación a los montos cobrados por ambos funcionarios, ellos solicitaban la cantidad de días estimados de 
trabajo y posteriormente los liquidaban. En cuanto a la similitud de los montos percibidos, se debe solamente 
a la coincidencia de los días que permanecían en el interior. Debo señalar que los dos funcionarios tenían 
asignadas tareas similares en distintos lugares del país. Los funcionarios de mi despacho no cobraron 
viáticos- como señala textualmente el señor Fiscal -por "períodos dilatados por muchos meses no justificados 
para las tareas asignadas". Muy por el contrario: de los treinta y tres meses que integré el Directorio de la 
OSE, solo cobraron viáticos diez meses en el año 2003. Eso sucedió en ese período porque se llegó a una 
ejecución de obras importante en todo el territorio nacional, respecto de las cuales solicitaba una información 
directa y adicional a los servicios del organismo vinculados directamente a las obras que exigían reuniones 
con vecinos y autoridades. 


El monto total cobrado durante todo el período -esto es importante y vamos a detenernos en ello porque hace 
dos años y medio que estamos soportando presiones- fue de $ 107.888,00 por cada uno de los funcionarios, y 
no como señala el Juez quien, cuando hace el auto de procesamiento de los funcionarios, suma mal. En el 
auto de procesamiento se refiere erróneamente a la suma de $ 189.700,00 y $ 175.313,00 para el señor Adán. 
Nosotros vamos a dejar en la Comisión lo que cobraron, que fue $ 107.888. En el auto de procesamiento el 
señor Juez suma $ 189.700; no dan los números por ningún lado. Nos llama la atención que todo lo que se 
equivocan sea siempre en nuestra contra. 


Los trabajos desarrollados en el interior por los referidos funcionarios en el 2003 fueron tareas de campo, 
obtención de información, relevamiento por trabajos de saneamiento, reuniones con las comisiones barriales, 
reuniones de coordinación con funcionarios y autoridades de la Intendencia, con Ediles, con encargados de 
las Inspecciones Departamentales de Primaria, Juntas Locales, etcétera. Se justificaron como consecuencia de 
la necesidad de acelerar los procesos de ejecución de determinadas obras, fundamentalmente las concertadas 
con el Banco Mundial, cuyo plazo de ejecución vencía en el año 2005. Dichas obras se habían iniciado con 
atraso debido a la crisis económica de 2002. Pero, a su vez, el incumplimiento de dichas obras podía tener 
consecuencias negativas para el organismo y para el Estado, como ser la dilación en la concreción de otros 
desembolsos del Banco o el atraso en la firma de otros préstamos. 


La tarea de los funcionarios Adán y Fernández fue de suma importancia en la difusión de las obras de 
saneamiento, ya que el requisito del Banco Mundial en el plan piloto puesto en funcionamiento durante la 
gestión del Directorio que integré era que se obtuviera un mínimo de ocho potenciales clientes cada cien 
metros de obra. En caso contrario, no se podía realizar. Pero no solo eso: una vez convencido el potencial 
cliente de la importancia de la obra, se establecía el requisito de que firmara un vale para que en la factura de 
OSE se le agregaran $ 150 durante diez meses por un total de $ 1.500, que era lo que le salía la obra. Dicho 
importe le era devuelto al cliente una vez finalizada la obra, habilitada por la oficina técnica correspondiente 
y efectuada la solicitud de conexión al saneamiento en la oficina comercial correspondiente. 


Vamos a dejar en la Comisión un listado de todos los departamentos donde se realizaron obras y donde 
ambos funcionarios tuvieron amplia participación. Es muy difícil evaluar la importancia de esta tarea desde 
una oficina de aquí, en Montevideo, sin siquiera consultar -como decía el doctor Bordes- en carácter de 
testigos a los beneficiarios: los vecinos, los Intendentes Municipales a los cuales se les disminuyó 
notablemente la presión por los pedidos de servicio de barométrica. Ni hablemos de la disminución de 
enfermedades como hepatitis y otras de origen hídrico en los lugares donde llegó la obra. Está claro que con 
la actividad de los funcionarios Adán y Fernández si algo no se provocó fue un daño al Estado, y si no hay 
daño, no hay delito de fraude. 


Queda claro esto en el sumario administrativo realizado por el instructor de la OSE. En el informe del 25 de 


enero de 2006, el escribano Alvez de Asís, señala que los funcionarios concurrieron a los lugares de destino 
de los viáticos. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Me permite, señor Diputado? ¿Puede repetir esa frase? 


SEÑOR CASAS.- Queda claro esto en el sumario administrativo realizado por el instructor de OSE. 
En el informe del 25 de enero de 2006, el escribano Álvez de Asís, señala que los funcionarios 
concurrieron a los lugares de destino de los viáticos. Leo textualmente: "No puede afirmarse que el 
funcionario Juan Gabriel Fernández no viajaba a los distintos destinos ya que esa era su función, de 
acuerdo a las órdenes impartidas por el Director de la época][...]", numeral 5”. Respecto del funcionario 
Adán señala: "lo que no implica afirmar incuestionablemente que el funcionario no viajara a los 
distintos destinos", numeral 3”. 


El señor Fiscal, como decíamos hoy, erróneamente hace una declaración genérica sobre todos los casos de 
viáticos de funcionarios de la Secretaría de los distintos Directores. Sin entrar a opinar sobre los demás casos, 
los señores Adán y Fernández percibieron viáticos solo diez de los treinta y tres meses en que me desempeñé 
como Director, y lo hicieron por razones de mejor servicio del organismo y por el monto que correspondía 
liquidar por parte de la OSE. 


Adviértase que si como dice el señor Fiscal el objetivo del cobro de viáticos fuera su utilización "como forma 
de remuneración o compensación accesoria" y en consecuencia se hubiera actuado con dolo, el cobro de 
viáticos se hubiera extendido durante todo el período en que estuvieron en la Secretaría -o sea, de 2001 a 
2003-, o se les hubiere pago conforme hubiere correspondido si hubieran permanecido en la oficina sin viajar 
al interior, o lo hubieran generado igualmente por tener radicación en el departamento de San José o haber 
viajado a las oficinas centrales de Montevideo. 


También se les podría haber abonado horas extra, cosa que jamás se realizó. Quiere decir que estos dos 
funcionarios que nos acompañaron jamás cobraron horas extra y jamás cobraron los fines de semana, como 
también podrían haber hecho. 


Para mayor control de los gastos, en nuestro caso dispusimos un control adicional a efectos de verificar la 
exactitud y su veracidad, y además para cumplir con el objetivo del Directorio y de toda la Administración 
Pública de bajar sustancialmente los gastos de funcionamiento. Además de todos los controles que 
enumeraba el doctor Bordes, nosotros dispusimos un control adicional para el control de viáticos y horas 
extra. A esos efectos, encomendamos el control de todo lo que fuera viáticos y horas extra a la contadora 
Silvia Larrosa, quien -es bueno aclarar- nunca fue citada a declarar y actualmente las autoridades de OSE han 
elevado al cargo de Subgerente Comercial del organismo. Dicha función consistía en el control diario de la 
solicitud y gestión de todos los viáticos. Luego de su intervención, una vez finalizada toda la etapa previa, 
recién pasaba a Tesorería para su pago. 


Funcionó bien, y esto es lo curioso. Nosotros entramos al organismo en el año 2001. En el año 2000 se 
gastaban US$ 500.000 por concepto de viáticos; en 2001, se gastaron US$ 450.000, y en 2002, US$ 250.000. 
Es decir que el gasto de viáticos se redujo a la mitad respecto a cuando asumí como Director. En términos 
globales funcionó bien. 


El Fiscal también se refiere a la "No documentación del trabajo realizado". Los funcionarios -como decía el 
doctor Bordes- me mantenían informado de sus tareas en forma directa, además de comunicarse 
constantemente en forma telefónica o en reuniones los fines de semana. La normativa aplicable indica que el 
trabajo se rinda al jerarca en la modalidad que señala el Reglamento de Viáticos, que prevé la posibilidad de 
eximir al funcionario de la rendición escrita, tal como establece el artículo 50 de dicho Reglamento. 


En casi toda la Administración Pública se trabaja de la misma manera. Casi ningún funcionario público 
elabora un informe para justificar el cobro de viático. Al igual que en el caso del monto de los viáticos, que al 
Fiscal le llama la atención que sean iguales, aquí le llama la atención que no hagan informe. Yo trabajé en la 
Administración Pública. Muy difícilmente un funcionario público llega a su oficina y elabora un informe para 
justificar el viático; no es muy común eso. 


SEÑOR LACALLE POU.- No es común, pero, ¿se exige? 
SEÑOR CASAS.- No; para nada. 


Por otra parte, nunca tuve denuncia de los destinatarios de sus trabajos por faltas de algún tipo. ¿Cómo me 
podía enterar de que los funcionarios no habían realizado la comisión que les había asignado? A través de los 


servicios del Sistema de Información Económica -nada era oculto- o de los involucrados. Por ejemplo, el 
Intendente o el encargado de obras de la Inspección Departamental podían decirme: "Mire que no llegó 
Fulanito de Tal. ¿Qué habrá pasado?". Nunca tuve ese problema. 


El Fiscal se refiere también a que no marcaban asistencia. No tenían obligación de hacerlo; por lo tanto, 
cuando iban al interior empleaban idéntico régimen al que estaban autorizados de acuerdo al artículo 10 del 
Reglamento de Viáticos. Asimismo, cuando se generaba el documento de solicitud de viáticos -como bien 
decía el doctor Bordes-1 os funcionarios dejaban expresa constancia de que el funcionario no registraba 
asistencia. En el propio formulario dice: "¿Registra asistencia? Sí o No. Y marcaban el No, y nunca fueron 
observados. O sea, acá no había nada oculto. Por tanto, las conclusiones a que arriba el Fiscal son 
exactamente contrarias a las pruebas aportadas. 


El Fiscal refiere a la "Rendición de cuentas: se les exoneró de aportar documentación". En este punto el señor 
Fiscal también tiene un error conceptual. Los señores Adán y Fernández cobraban viáticos comunes, no 
gerenciales. En OSE existe un viático gerencial para los gerentes. Se les da un monto de dinero; las personas 
gastan y después tienen que traer los comprobantes para hacer la rendición de cuentas respectiva. Pero este 
no era el caso; ellos cobraban viáticos comunes. Eran peones de bombeo que habían ingresado a la 
Administración con el escalafón más bajo: grado 3. 


El Juez señala que "muchas de las rendiciones están fechadas y firmadas en Montevideo, en días que, 
conforme a las rendiciones, se encontraba en el interior del país". También aquí hay otro error conceptual. 
Aparte, esto no está probado. De las rendiciones de cuentas agregadas al expediente judicial surge su fecha y 
la firma del solicitante, pero no luce el lugar donde se efectúa. Entonces, es una inventiva que no sabemos de 
dónde la saca. Mientras el funcionario realiza tareas en el interior, en muchas oportunidades envía la 
información necesaria para confeccionar la rendición correspondiente por parte de la secretaría a que 
pertenece. Así, Adán y Fernández no tienen necesariamente que suscribir la rendición en Montevideo, ya que 
puede ser remitida de la localidad en que se encontraban. 


Por el contrario, en ese período era muy importante para nosotros que permanecieran en el interior la mayor 
parte del tiempo, que no viajaran a Montevideo para atender aspectos administrativos. Por otra parte, 
nosotros aquí tenemos que ser claros. También se podría haber interrumpido su comisión en forma temporal y 
luego continuar con ella, cosa que también está prevista en el Reglamento. 


En resumen, con relación a este tema nos queda el trago amargo de toda esta acusación de fraude. Miren que 
es duro -no se lo deseo a nadie- ver cuando aparecen esos titulares en la televisión, porque uno tiene familia. 
Muchos de ustedes la han de tener también. La gente muchas veces no sabe lo que es fraude y tampoco tengo 
por qué saberlo yo que soy veterinario y me suena horrible. Todo esto ha sido por $ 107.888 de dos 
funcionarios que trabajaron en mi Secretaría y el propio organismo dice que realmente realizaron los viáticos. 
Yo creo que está mal que suceda algo así con $ 5, ya no con $ 107.888, pero hace dos años y medio que estoy 
sufriendo esto. Entiéndaseme; a veces se me puede quebrar la voz. Ha sido muy duro para nosotros llevar 
adelante esto y esta es la primera instancia que tengo para hablarles de esta realidad. 


Sé que estamos en un terreno político y mucho se habla del prestigio del sistema político. Se dice: "¿Por qué 
Casas, si tiene la conciencia tranquila, no se presenta en la justicia?". Porque, como decía el doctor Bordes: 
"Vas para adentro". Ya fueron los otros por $ 107.888. Y estoy seguro que no se estudió bien esto. Lo mismo 
decía Fernández Huidobro en el Senado: existe una pieza llena de documentos de OSE. ¿Qué se va a 
encontrar? Ni el juez ni el fiscal encontraron nada, pero ¡vamos arriba! 


Seguimos con el segundo punto: "Mantenimiento de flota.-taller Puerta Grande". Aquí fue bastante explícito 
el doctor Bordes. La Gerencia de Servicios Generales es la que se encarga de todo lo referente a la flota del 
organismo, tanto en lo que se refiere a la selección de talleres, vehículos a reparar, compra de repuestos, 
llamado a precios y forma de documentar esos gastos. La actuación de esa Gerencia está subordinada al 
Subgerente General Administrativo, por lo que esta también controla y supervisa la acción de aquella. Existe 
la Gerencia de Servicios Generales, la Subgerencia General Administrativa, la Gerencia General y después 
viene el Director. En un organismo nacional, ¿cómo yo puedo tener conciencia, ya no del taller Puerta 
Grande, sino de a qué taller se manda, por ejemplo, en Artigas los vehículos para reparar? Es algo que no 
cabe en cabeza ninguna y aquellos que han trabajado en la Administración, podrán coincidir en el sentido de 
que esto es así. 


No era el Directorio ni yo en forma personal quien decidía a qué taller se llevaría tal o cual vehículo ni cómo 
se abonaría. Algunos me decían que no dijera algo que voy a decir porque soy veterinario: no hice nada en 
OSE que no se hiciera antes de que yo ingresara. No inventé absolutamente nada. Tanto es así que, como 
decía el doctor Bordes con relación al expediente judicial, el titular del taller Puerta Grande comentaba que 
hacía más de veinte años que OSE le llevaba los autos. También explicaba que existían instrucciones precisas 
de que las reparaciones se efectuaran en forma posterior a las órdenes de trabajo por parte de la Gerencia de 
Servicios Generales, siempre firmadas por el Gerente o el Subgerente de Servicios Generales. Y si no 
existían, no se podían realizar los trabajos y tampoco cobrar. Esto lo dice el propietario del taller Puerta 
Grande. Les dejo el documento. Dice: "Estoy vinculado desde hace más de 20 años. Específicamente en el 
caso de OSE, durante el último período 2000 a 2005 hubo llamado a licitación pública. Con este nuevo 
Directorio, con el que llegué a trabajar hasta octubre de 2005, se trabajó de la misma forma". Hablaba el 
dueño del taller al que se me acusa de haber mandado los autos. Se le pregunta: "¿Quién se comunicaba con 
usted para pedir esas cotizaciones? ". Respondió: "Generalmente vía fax firmado por el Gerente o el 
Subgerente del área de locomoción". Él dice: "[...] a veces mandaban trabajo directamente, siempre eran 
Torres y De Clerck" -se trata de la Gerenta y la Subgerenta de Servicios Generales- "Ellos mandaron muchas 
circulares a los talleres que no se aceptaba ninguna factura que no fuese emitida la orden por ellos. La 
mayoría de las veces sucede con los vehículos de los directores, que llega el vehículo y se realiza la 
reparación. [...] Durante el período actual" -dice el titular del taller Puerta Grande- "también se trabajó de esta 
forma, yo llegué a atender los autos del Presidente y venían y había que hacer un servicio que por lógica no 
puede pasar determinado límite". Y termina diciendo: "Tampoco puedo hacer nada sin una orden de trabajo". 
O sea que previamente a la autorización de llevar adelante eso había que tener una orden de trabajo y por 
supuesto que esta se daba después del presupuesto. 


Reitero: jamás participé en la selección de taller alguno para efectuar la reparación. No se recabó -como bien 
decía el doctor- la declaración del único chofer con el que conté durante mi gestión, el señor Gabriel Luceno, 
quien podría haber aportado información. Le podrían haber preguntado a mi chofer. Lo mínimo era llamarlo 
y preguntarle: "Señor: ¿el Director le mandaba a usted que llevara el vehículo al taller Puerta Grande?". Y no 
lo llamaron a declarar. Por supuesto que a los que llamaron a declarar eran el Gerente de Servicios Generales 
y la Subgerenta y para salvar el cuero habrán dicho: "Los Directores mandaron sus autos directamente allí". 


La actual Administración, es decir, el nuevo Directorio con un nuevo Gerente-ahora hay un nuevo Gerente de 
Servicios Generales y una nueva Subgerenta-, ha utilizado idénticos sistemas que los que utilizaba la anterior 
Gerencia. Más aún, en muchos de los casos se hizo con el Taller Puerta Grande. Y en todos los casos ha 
habido autorización para el gasto, lo que ha sido observado por el Tribunal de Cuentas y ha habido insistencia 
en el gasto. O sea que es el mismo procedimiento que se seguía en la anterior Administración. 


Les voy a dejar las resoluciones N* 212/006 y N* 537/006 del actual Directorio por las que se dispone de un 
importe para el mantenimiento de la flota y se reitera el gasto de una observación por parte del Tribunal de 
Cuentas. Evidentemente, las explicaciones dadas por el instructor y las afirmaciones realizadas en la 
denuncia no fueron lo suficientemente claras como para que las autoridades tomaran decisión sobre este 
capítulo. El instructor "no la tenía clara" cuando hizo la investigación de esto. Tanto es así -miren que esto es 
importante-, que el Ministerio Público y el Juez piden al instructor que lleve adelante una auditoría externa, a 
cargo de OSE. Llegado a este punto nos encontramos con la sorpresa de que el organismo se declara incapaz 
de contratar a una empresa a estos efectos, las que consultadas afirman la imposibilidad de desarrollar, con la 
documentación existente, una auditoría en forma. Entonces, es alarmante que, sin la información 
correspondiente, solicitada por el Ministerio Público y por el Juez y que no se obtuvo, tanto la fiscalía como 
la sede determinaran procesamientos y acusaciones sobre un hecho carente de pruebas y con un montón de 
interrogantes. 


Aquí tenemos lo que dice en la Pieza N* 4 fojas 1183 y 1184: "[...] mi mandante" -habla del instructor- 
"dispuso todos los procedimientos pertinentes a efectos de cumplir con lo solicitado por esa Sede solicitando 
cotización para realizar tal trabajo a Empresas Consultoras especializadas en Auditoría de máximo prestigio 
en nuestra plaza como lo son la Empresa Gran Thorton (ex Estudio Guyer y Regules), la Consultora Price 
Waterhouse Coopers y la Empresa KPMG". En el punto 39) dice: "luego del relevamiento y obtención de toda 
la información que se nos requirió por parte de las referidas Empresas se nos comunica que resulta imposible 
hacer el trabajo solicitado excusándose debidamente ante nuestra Administración". Además, en el 4”) punto 
se expresa: "mi mandante, por mi intermedio se disculpa ante esa Sede" -o sea, ante el Juez- "por haberle 
resultado imposible concretar la auditoría solicitada". Creo que es algo a tener en cuenta. 


Por último, también en esta área, al integrar el Directorio de OSÉE nos preocupamos por disminuir los gastos 
referentes a transporte ya que el parque automotor del organismo era obsoleto para sus fines. Entonces, 
intentamos hacer un recambio de la flota, pero una decisión del Poder Ejecutivo de la época nos lo impidió. 
También queremos decir cuál fue el gasto de mantenimiento de la flota. En el año 2000, antes de nuestro 
ingreso, el gasto fue de US$ 700.000; en el 2001, US$ 600.000 y en el 2002, US$ 250.000. Referente a 
determinadas obras e irregularidades en la utilización de fondos permanentes, se reprochan determinadas 
obras por considerarlas tareas ajenas a la especialidad del Ente como, por ejemplo, obras en clubes 
deportivos, en establecimientos agropecuarios, como el Centro de Protección de Choferes, Asociación 
Dinovoa, Club River de Florida y el Club Universal de San José. Debe quedar claro a los señores legisladores 
que todas estas obras que se realizaron -de las que el Fiscal nos está imputando- fueron con posterioridad a 
mi desvinculación con el organismo. No participé en decisión alguna en cuanto a la ejecución de dichas 
obras. Allí se nombra al Club Universal de San José, con el que quizás se nos haya vinculado pero, 
lamentablemente, no dispusimos que esa obra se llevara adelante. 


Podemos explicar la razón de la creación del fondo permanente que fue de aplicación en todo el país a obras 
de perforaciones, acondicionamiento sanitario de escuelas, reparación de asilos de ancianos, extensión del 
alcantarillado en barrios, extensión de redes de aguas en barrios, escuelas o caseríos. La intención fue 
solucionar las necesidades urgentes planteadas por la población, teniendo en cuenta la prioridad del interés 
social por sobre el interés económico del organismo, tal cual lo dispone el artículo 3% en su Carta Orgánica. 
Las resoluciones del Directorio son las Nos. 932/02, 1024/02 y 712/03. 


Constatada la necesidad de determinada obra, se realizaban los estudios previos de los antecedentes y sus 
características. El actual Directorio continúa el mismo criterio, realizando obras en predios e instituciones 
particulares o públicas, ajenas al organismo. A vía de ejemplo, se decidió efectuar una perforación en el 
instituto del discapacitado del departamento de Rivera, APADIR, según consta en actas del Directorio del 26 
de junio de 2006, aduciendo razones de interés social. Entonces, aquí cabe preguntarnos si hay delito y por 
qué se nos pretende enjuiciar por hacer una perforación en un club deportivo. Aunque este no es mi caso, ya 
hice las aclaraciones correspondientes. Debo decir que comparto la decisión del actual Directorio. Creo que 
no está mal, pero no puede ser que lo nuestro sea procesal y ahora no. Me parece que esa dualidad de 
criterios no puede sostenerse. 


En cuanto al procedimiento, corresponde destacar que se hicieron las perforaciones en el marco de un 
convenio con el Ejército Nacional, sin intervención ninguna de empresa particular. En resumen: no hicimos 
nada que no se hubiera hecho históricamente en la OSE. Es más; las actuales autoridades del organismo 
siguen haciendo perforaciones o dictando resoluciones donde se da en comodato caños de saneamiento en 
desuso. Escúchese esto: se da caños en desuso en comodato a través de una resolución del Directorio. Si son 
caños de saneamiento en desuso, es muy difícil que se utilice para obras, porque supongo que están rotos. Es 
poco creíble que a través de una resolución del Directorio se persiga este fin social con instituciones sin fines 
de lucro, lo cual -reitero una vez más- compartimos. 


En cuanto a la gestión relacionada a la publicidad oficial, vamos a ser muy claros porque hubo un ataque muy 
directo hacia nosotros por nuestra vinculación con el departamento de San José. El criterio de utilización de 
la publicidad se fundamentó siempre en el interés del organismo. En aquellos lugares donde se iban a realizar 
las obras o emprendimientos, se debían difundir en los medios locales donde las mismas se llevarían 
adelante. Creo que aquí radica la gran diferencia que se tiene con el Juez. Este habla de publicidad como 
quien la hace para un espectáculo artístico o de forma masiva. No; estamos hablando de difusión, que es 
distinto de un programa especial. El conocimiento de la población local a los efectos de que se interesaran e 
involucraran de manera de hacer viables las obras, era fundamental. Si no se obtenía el mínimo de ocho 
potenciales clientes cada cien metros de obras, las mismas no se podían llevar adelante. Este era un requisito, 
no nuestro sino del Banco Mundial, de un plan piloto puesto en funcionamiento durante la gestión del 
Directorio que integramos. Inclusive, el Juez de la causa tiene ese preconcepto que decíamos que entendemos 
equivocado. Así lo ha manifestado públicamente, en oportunidad de una entrevista que le hizo el periodista 
Emiliano Cotelo en radio "El Espectador", el 26 de abril de 2007, donde expresó: "No entiendo por qué un 
Ente monopólico estatal tiene que hacer publicidad, más cuando hay carencias de recursos. Un buen 
administrador habría aplicado estos recursos a la mejora o a la ampliación del servicio. Es un razonamiento 
lógico con el que nadie puede estar en desacuerdo". 


Recordemos al señor Juez y a los legisladores que por ese entonces la OSE no era un ente monopólico ya que 
existían otras entidades privadas prestando servicio de agua potable y saneamiento. También debemos ser 
claros: nunca se promocionó: "Tome agua de OSE que es más transparente y mejor". En nuestro caso 
particular, lo que se hizo fue utilizar los medios de prensa para difundir el programa especial relativo al plan 
piloto del Banco Mundial. El objetivo era lograr en un primer paso la adhesión al programa y, 
posteriormente, la conexión, de manera que el organismo recuperara de manera rápida la inversión, logrando 
nuevos clientes. Una vez lograda la conexión al saneamiento, los ingresos de OSE se incrementaron en un 
60% en cada servicio. Además, en el caso particular de San José, luego de que se habilitara la red por OSE, 
en el acto inaugural y en presencia de las autoridades del Banco Mundial, el propio Intendente Municipal de 
San José anunció la iniciativa de exonerar la contribución inmobiliaria urbana a todos los vecinos que se 
conectaran a la red en el primer año de ser habilitada, lo cual trajo aparejado un incentivo más para la 
conexión a la red de saneamiento. De esa manera la Intendencia contribuyó a optimizar el aprovechamiento 
de las obras de saneamiento pero también procuró coordinar las obras de pavimentación y compactación de la 
vialidad urbana, que en todas las obras de saneamiento son muy afectadas. 


Aún hoy, y refiriéndonos a nuestro departamento, puede verse claramente escrito en los muros de los clubes 
deportivos en los barrios donde se llevó adelante la ampliación de las redes de alcantarillado: "Por su salud, 
conéctese a la red de saneamiento". En OSE, en la investigación administrativa, se dispuso de vehículos y 
gente que iba a hacer las instrucciones y sacaba fotos a determinada perforación, pero, lamentablemente, no 
de los muros de la sede del club River o de la cancha del club Central, en las que gratuitamente dice: 
"Conéctese a la red de saneamiento por su salud". 


Como resultado de la inversión realizada en la difusión de las obras y sus beneficios, se logró involucrar a los 
vecinos de todos los barrios. Éramos y somos tan conscientes de ello que elaboramos en aquel entonces un 
proyecto de ley de obligatoriedad a la conexión de saneamiento. Quizás hoy muy pocos lo conozcan. 
Creemos que la no conexión al saneamiento es un mal endémico. Hoy, las actuales autoridades de OSE 
tienen ese problema. Dicho proyecto fue modificado por el Poder Ejecutivo y luego también por el 
Parlamento, y hoy rige al haberse aprobado por el artículo 61 de la Ley N* 17.555. Sin perjuicio de reconocer 
que debe ser mejorado, constituyó un paso hacia una solución a un grave problema. 


No es cierto que haya dado publicidad a medios de San José por mi participación política en ese 
departamento. La publicidad del Ente no se vinculó nunca con mi gestión como Director sino con las obras 
que se llevaron adelante. Se debe aclarar también que se gestionó publicidad en medios de prensa del 
departamento de San José por parte de otros Directores. Maliciosamente, cuando se hace la investigación en 
OSE, toda la publicidad del organismo en el departamento se nos imputa a nosotros; eso no es así. Ningún 
medio de prensa del departamento pertenece a nuestra colectividad política. Otros miembros de aquel 
Directorio dieron publicidad directamente a medios del departamento de San José. 


Por las obras emprendidas en el departamento de San José se realizó la difusión de interés de los vecinos y 
del organismo, y no en beneficio de ninguna persona o colectividad. El señor Juez, en declaraciones a la 
prensa citada, sostiene que el criterio de buen administrador sería el que toma en cuenta si una inversión en 
publicidad en determinado lugar puede resultar favorable o no a la Administración. El beneficio, tanto para la 
sociedad como para el organismo, está plenamente confirmado por la cantidad de nuevas conexiones a la red 
de saneamiento. Todo redundó en una mejora de salud personal y ambiental de la población. En los barrios en 
los que se instaló el saneamiento, los índices de hepatitis y de otras enfermedades de origen hídrico han 
disminuido notablemente. Los temas vinculados a la salud de la población tienen una repercusión más 
importante que los beneficios económicos para el organismo. 


La Organización Mundial de la Salud -este dato no es nuestro, sino universal- señala muy claramente que por 
cada dólar que se invierte en materia de saneamiento se ahorran US$ 10 en gastos de salud. ¡Así que si podrá 
ser fácilmente recuperable la inversión que hizo el organismo! 


También se achaca que se incumplió con la Resolución de Directorio, N* 193/2001. Decimos que no se violó 
en ningún caso, ya que la reducción de la publicidad estaba dirigida a la publicidad innecesaria o menos 
necesaria, no a la difusión o promoción de programas para alcanzar los objetivos del organismo. El texto de 
la Resolución claramente lo establece: "Suspender hasta nueva orden el otorgamiento de autorizaciones por 
concepto de contribuciones en publicidad". La publicidad a la que nos referimos tenía un retorno muy 
importante para el organismo, por los beneficios de salubridad. 


Sorprende que el organismo se agravie por esta publicidad, mientras el actual Directorio colabora, a través 
del rubro publicidad y a pedido del Ministerio de Educación y Cultura, con $ 100.000 para Cinearte y con 
US$ 7.000 para la institución "El Abrojo". 


Durante el período en el cual integré el Directorio la publicidad solo se realizó vinculada a una obra 
específica que el organismo iba a realizar. También en este caso debemos decir que el comportamiento fue en 
franco detrimento. En el año 2000 se gastaban US$ 500.000 en publicidad; en el 2001 se redujo a 

US$ 200.000 y en el 2002, a US$ 150.000. Por lo tanto, se redujo a menos de la tercera parte el gasto de 
publicidad del organismo cuando nosotros ingresamos. 


Se nos han criticado las obras en el departamento de San José, sean de extensión del alcantarillado o las 
ampliaciones de la red de agua potable en Ciudad del Plata. Fíjense en este dato, que quiero tengan presente: 
cuando ingresamos, en el año 2001, en la hoy Ciudad del Plata, ex Rincón de la Bolsa, había 
fraccionamientos que no tenían agua potable, y estamos hablando de una localidad a escasos kilómetros de la 
capital del país. En ese entonces, se llegó a cubrir el cien por ciento de los fraccionamientos. La nueva planta 
de tratamiento de líquidos residuales de la ciudad de San José, por una cifra que está en el entorno de los 
US$ 4:500.000 y que este Directorio hace poco tiempo inauguró, ha generado una inversión en el último 
quinquenio de alrededor de US$ 10:000.000. De ser correctos los importes manejados en la investigación -de 
lo cual tenemos serias dudas-, la publicidad del período durante el cual integré el Directorio de OSÉE asciende 
a 0,6%, menos del 1%, del monto de las obras que se llevaron a cabo en el departamento. 


Por otra parte, podemos analizar los mayores ingresos que ha tenido OSE por la gestión desarrollada 
exclusivamente en el departamento de San José, donde se sumaron mil cuatrocientas nuevas conexiones al 
saneamiento, lo que por el solo concepto de la tasa de conexión, cuyo costo es de 2 Unidades Reajustables 
cada una, implica ingresos por un mínimo de $ 905.688. Si a este importe sumamos el cargo fijo y variable, 
obtenemos ingresos por el orden de $ 2:526.720 pesos anuales por consumos familiares, nada exorbitantes, 
de siete metros cúbicos. 


La investigación dice que se invirtió en publicidad $ 1:485.648, y como vimos, se recaudó por parte de OSE 
por concepto de tasa de conexión y consumo $ 3:432.408 en un año. Se obtuvo un beneficio por concepto de 
publicidad del 131% de lo invertido. Creo que es una cifra que debemos tener presente. 


La funcionaria actuante -lamentablemente- en la investigación administrativa realizada por la presente 
Administración, la escribana María Celia Reich, hizo un informe, adjuntando gráficas con cifras, sin citar sus 
fuentes. Jamás se tramitó publicidad en dólares en el departamento de San José; sin embargo, se dice que en 
el período 2001-2005 hubo publicidad en dólares. Yo no recuerdo jamás publicidad en dólares. Además, 
cuando ingresé al Directorio, había contratos en dólares por todo el país -está en las actas del Directorio, a las 
que se puede apelar- y como integrante del Partido Nacional, propusimos a la mayoría del Partido Colorado 
que se eliminaran totalmente todos los contratos en dólares y que se pesificara todo. Así que mucho menos 
podía dar yo publicidad en dólares. Habrá sido después de que me fui, no durante mi gestión. 


Correspondería comparar el total de las gráficas y cifras manejadas por la investigadora con las que surgen de 
los balances anuales presentados por el organismo, lo que no se realizó. No se hicieron gráficas comparativas 
para demostrar los gastos decrecientes de publicidad cada año, como lo dijimos recientemente. Quiere decir 
que para nosotros -en nuestro modesto entender- el informe carece de rigor técnico. 


Inmediatamente después de culminada la investigación administrativa por parte de la escribana Reich, ella 
obtuvo un sorpresivo ascenso, al haberse resuelto por parte de la presente Administración su pase a 
desempeñar funciones como Directora de la Oficina de Notificaciones del organismo, Dirección que no 
existía y fue creada a estos efectos, pasando la escribana de una categoría 10 a una categoría 13, por 
Resolución del Directorio actual N* 701/2006. En el informe la escribana Reich, haciendo referencia a mi 
persona señala textualmente -y permítaseme que diga esto con cierto dolor porque siempre dije, y se lo 
manifesté al propio Presidente y a las actuales autoridades, que estaba dispuesto a dar una mano en todo lo 
que refería a investigaciones de OSE para que se llegara al hueso de las mismas-: "Citado al domicilio 
aportado por personal, no se presentó a declarar. Omitió aportar al Directorio de la OSE y también al Juez, 
nada más ni nada menos que su domicilio es en la ciudad de San José", dado que ella refiere y fui citado al 
mismo domicilio en la ciudad de Montevideo. Mientras estuve permanentemente en la OSE, mientras he sido 
legislador por el departamento de San José y he viajado permanentemente allí. No es posible que no se 
supiera que mi dirección era en el departamento de San José; discúlpenme pero me cuesta creer eso. La 


citación fue enviada a 25 de mayo 772, ciudad de Montevideo, siendo que yo resido en 25 de mayo 772, 
ciudad de San José. Esto creo que exime de todo comentario. 


En este punto de la publicidad, al igual que los anteriores, debo señalar que no inventamos absolutamente 
nada. Personalmente no hice nada que no se hiciera en la OSE antes de mi ingreso; incluso en nuestro caso 
particular, con la misma persona que lo hacía para la ex Presidenta en el período anterior a nuestra gestión y 
con idéntica modalidad; actualmente ella es integrante del Directorio de la URSEA. Allí llegaban las 
solicitudes que nos llegan a cualquiera de nosotros y había una comisión que siguió ejerciéndola la misma 
persona que la ejercía antes, el mismo chofer que tenía la Presidenta anterior también fue mi chofer; yo no 
inventé nada acá. 


Hoy, casualmente, sale un editorial en el diario "El País" -y creo que con esto justificamos todas las 
inversiones que pueda desarrollar el organismo- que señala que con el acceso al agua potable y saneamiento y 
a la higiene vinculada al uso del agua se podrían evitar 1.7 millones de muertes al año. Cada año mueren más 
de un millón y medio de niños como consecuencia directa de la diarrea y otras enfermedades causadas por las 
aguas contaminadas y la falta de saneamiento. Estamos hablando de unas cinco mil muertes diarias. Casi la 
mitad de los habitantes de los países en desarrollo sufren problemas de salud por falta de agua y de 
saneamiento. Según Naciones Unidas el número de muertes por diarrea en el 2004 fue seis veces superior a la 
mortalidad promedio anual en los conflictos armados durante la década del noventa. El panorama actual es 
dramático; más de un millón de personas de países en desarrollo no acceden a cantidades mínimas de agua 
limpia. Desde luego, la falta de saneamiento básico involucra a más del doble de seres humanos; para tener 
una idea, se trata de la mitad de la población de nuestro país. No se puede postergar más la prioridad en 
nuestros pueblos de masificar el acceso al agua potable y al saneamiento. 


Creo que esto da por tierra con las apreciaciones del Juez cuando decía que no estaban justificadas las tareas 
de difusión para llevar adelante estas obras. En conclusión compañeros, la denuncia realizada en lo que a mí 
respecta está fundada en investigaciones administrativas que contienen graves errores que han llevado a 
equivocados pronunciamientos del Fiscal y del Juez. No se me confirió vista administrativa previa, conforme 
exige la Constitución de la República. Se han decretado sumarios, investigaciones administrativas, traslados, 
destituciones, sanciones y degradación. Se denuncian actividades, emprendimientos y obras que hoy los 
mismos denunciantes ejecutan por idéntico sistema que catalogan como irregular. Se me acusa de decisiones 
que se adoptaron antes y después de mi participación en el organismo, creando una gran madeja de dudas y 
confusiones. En lo que a mi respecta, nadie ha reparado en las fechas de ingreso y egreso al organismo. En 
algunos casos la denuncia busca dar trascendencia o relieve penal a actos administrativos cuestionando su 
oportunidad. Consecuentemente, el legítimo ejercicio de las competencias por parte de un Director de un ente 
del Estado recibe una suerte de advocación en vía judicial, donde termina juzgándose por la totalidad de la 
gestión administrativa. Muchos de los cuestionamientos refieren exclusivamente al mérito, oportunidad o 
conveniencia de una decisión administrativa y mueve a preocupación pensar que tales características puedan 
ser objeto de un examen judicial con miras a la aplicación de una pena. Es obvio que ninguna decisión 
administrativa, empezando por las que emiten actualmente los denunciantes, algunas de las cuales se han 
mencionado aquí a vía de ejemplo, está al abrigo de cuestionamiento o crítica, pero al margen de que se 
apruebe o se desapruebe un acto o una gestión, es claro que ello no mueve de por sí la competencia judicial 
penal. 


La insistencia de acusarme públicamente e incluso preguntarme en sede penal por episodios que sucedieron 
hasta un año después de haberme retirado del organismo llaman a la reflexión. 


La Justicia penal no está llamada a juzgar el mérito, oportunidad o conveniencia de los actos administrativos, 
los que, para su impugnación, se rigen por principios propios y procedimientos plenamente ajenos a un 
proceso penal. 


He cumplido mi tarea, en el acierto o en el error, con dignidad, podrá juzgarse la misma por los resultados 
obtenidos por el organismo en los treinta y tres meses de mi actuación, pero tengo la más absoluta convicción 
de haber actuado sin ocasionar daño al Estado ni al organismo, sin haber obtenido ningún beneficio personal, 
sin haber realizado nada indebido fuera del marco legal o reñido con la ética de mi responsabilidad. 


Les voy a dejar un anexo en el cual queda manifiesta la situación económica financiera cuando ingresamos al 
organismo y cuando nos vamos, porque creo que es importante. Ingresamos en el 2001 a un organismo con 
un déficit de US$ 25:000.000, tomamos el mismo y en el 2002 sufrimos la crisis económica que todos 


recordamos, y el 30 de octubre, cuando nos vamos, queda un superávit de caja de US$ 4:500.000. De los 
ocho meses que, según dice el propio tallerista Puerta Grande, se demoraba en pagar a los proveedores, los 
dejamos pagándoles a sesenta días, con el beneficio que ello conlleva a la Administración. Cuando entramos 
no había plata para pagar los aguinaldos; tuvimos que recurrir a un préstamo del Banco de la República. 


Entonces, yo creo que se ha entrado también en una especie de desprestigio del organismo OSE, el cual 
aprendimos a querer. Creo que nuestra gestión debe haber mejorado la anterior y creo que ésta debe mejorar 
la nuestra. Hemos entrado en una ola de denuncias que no le hace bien al organismo, que en su carta orgánica 
dice que debe hacer prevalecer un fin social antes que un fin económico. 


Podría decir la cantidad de iniciativas, se las voy a enumerar y están en las actas, que llevamos adelante en 
esos meses para mejorar la gestión. Por ejemplo, en telefonía celular, cuando nosotros entramos, no había 
quién no tuviera un teléfono celular, pero solo quedaron con ellos los tres Directores, Gerente, Secretario 
General y muy pocas personas más, al resto se les dio celulares con tarjeta. Eso trajo aparejado una reducción 
de los teléfonos celulares. Se instaló el sistema CONVE. Fuimos propulsores de que uno de los primeros 
vehículos en que se instalara fuera el que el organismo oficial nos designara, y siempre utilizamos el 
combustible a través del sistema CONVE. Jamás manejé combustible a través de vales. Ese sistema fue 
aumentando: primero estuvo en las capitales departamentales y después, progresivamente, fue abarcando 
todo el país. Eso trajo aparejado una reducción de aproximadamente 30% del combustible utilizado por el 
organismo. 


Como ya les adelanté, hubo una iniciativa nuestra para que se pesificaran todos los contratos del organismo. 
Como consecuencia, se formó una Comisión y se hizo un relevamiento de todas las casa-habitación, porque 
los Gerentes en el interior del país -además del sueldo- también tienen una partida por casa-habitación y era 
pagada en dólares. ¡Una torta de dinero en dólares se pagaba en el organismo!. Todo eso se pesificó y así se 
produjo un ahorro importante al organismo. 


Quiero apelar al recuerdo de los legisladores del Frente Amplio. ¡Lástima que no estén presentes Nora Castro 
o el hoy Ministro Rossi, que estaban en la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente o asistían 
asiduamente a ella para considerar el tema de URAGUA! Quiero que recuerden cuál fue nuestra posición a 
favor de la OSE, contraria a la mayoría del Directorio de entonces. En aquel momento, nos opusimos a las 
modificaciones del contrato de URAGUA. Otro resultado tendríamos si cuando nos opusimos y denunciamos 
que el agua de Punta del Este no se podía tomar -con un costo político importante-, se hubiese seguido el 
camino que proponíamos en el sentido de no autorizar las modificaciones del contrato -quizás éramos poca 
cosa en aquel entonces- si se hubiese hecho otra cosa con URAGUA y no hubiéramos tenido que llegar al 
plebiscito que tanto dinero costó a todos los uruguayos y que tanto nos dividió, por algo que estaba claro: si 
era una empresa privada que estaba contratada para hacer determinada cosa, no debía apartarse de ello. En 
esto trabajamos intensamente y los legisladores del Frente Amplio recordarán y podrán acordar que lo que 
estamos diciendo es totalmente cierto. 


Con referencia a ese punto, hay innumerables constancias en las actas del Directorio de la OSE en las que 
pedimos que los delegados de la Comisión de Contralor de la concesión -funcionarios de OSE- debían ser 
sustituidos porque el contralor que realizaban no era el adecuado. 


También deberá recordarse que, para mejorar la gestión del organismo, recorrimos el país entero tratando de 
convencer al gremio de que se hiciera un convenio con la UTE 


-a través de UTE-Conex- para mejorar la gestión del organismo, que hoy ha quedado rezagada y relegada 
comparándola con la del resto de los organismos estatales. Existe un grave defecto en lo que tiene que ver 
con la parte comercial y la de gestión. Lamentablemente, tenemos que decir que la misma se discontinuó y 
que el actual Directorio quiso contratar a un técnico argentino quien, cuando vino y pidió determinadas cosas, 
no se las pudieron proporcionar y el contrato quedó sin efecto. Hoy creemos que se ha designado a 
determinadas personas dentro del organismo para un plan vector que mejorará la gestión, pero que llevará 
tiempo. 


Estábamos convencidos de que el convenio UTE-Conex era lo mejor porque se celebraría entre dos empresas 
estatales, a manera de espejo. UTE iba a potencializarnos, nos iba a dar una mejora de gestión, que se pagaría 
sola, y eso no costaba un solo peso a OSE. Estábamos convencidos de que esa era la solución. 
Lamentablemente, se ha tomado por otro camino. 


El porcentaje de inversión que se hizo por ese entonces fue distinto al de los presupuestos anteriores y, por 
supuesto, fue mayor. Creo que mejoramos la gestión del Directorio anterior; sorteamos el escollo de la crisis 
económica e hicimos obras que hoy son palpables, cuantificables y cuyo detalle vamos a dejar en la 
Comisión. Es de esperar que la actual Administración continúe mejorando lo que nosotros realizamos. 


Con el doctor Bordes estamos a las órdenes por cualquier consulta que nos quieran realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debemos comunicar a los colegas el pedido de disculpas del doctor Gonzalo 
Aguirre, quien tuvo que retirarse por razones personales. Se disculpa por no poder quedarse ante 
eventuales consultas. 


Por otra parte, hay una propuesta para incorporar a la versión taquigráfica los elementos planteados por el 
señor Diputado Casas, para que todos podamos disponer de ellos. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero agradecer la presencia de nuestro colega, el señor Diputado Casas, y de los 
doctores Aguirre y Bordes. 


Hemos recibido mucha información y muchas opiniones. No nos gustaría "talentear" en este momento 
haciendo preguntas, porque no estamos en condiciones de sintetizar la gran cantidad de información y de 
datos que hemos recibido, sin que esto signifique en absoluto una falta de respeto para con los visitantes, 
porque vienen, hacen una gran exposición y no les formulamos ninguna pregunta. Vamos a tratar de apreciar 
en todos sus términos lo que se ha dicho aquí y, si eventualmente surgieran dudas, las formularemos. En 
nombre de los integrantes del Frente Amplio de esta Comisión, debo decir que no estamos en condiciones - 
salvo en eso que se llama "talentear" y que no es bueno- de hacer preguntas en este momento. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Han sido muy claras las exposiciones del señor Diputado Casas y de los 
doctores Aguirre y Bordes. Vamos a estudiar el asunto y daremos a conocer nuestra opinión cuando 
tengamos todas las conclusiones de lo dicho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, coordinaremos cómo continuamos el tratamiento de este tema. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


